
— Identidad del explotador o del propietario (número de 
vuelo o matrícula de la aeronave a partir de los códigos 
de OACI).

Estas informaciones se proporcionan a la Organización sobre 
un formato determinado, por un soporte de medios y con de­
moras determinadas de común acuerdo en principio diaria­
mente y siguiendo un calendario previamente fijado.

Estos datos serán objeto de un tratamiento automático por 
ordenador.

En la medida en que la matrícula de la aeronave usuaria 
de las instalaciones no sea conocida del Servicio Central de 
Tarifas de EUROCONTROL, se demandará a los Servicios Na­
cionales del Estado, si la aeronave en cuestión despega o 
aterriza sobre un aeródromo situado sobre el  territorio de este 
Estado, que suministre las informaciones complementarias, re­
lativas a la identidad y la dirección del explotador de esta 
aeronave.

Los gastos relativos a la reunión y transmisión de estos datos 
serán incluidos en los gastos de percepción de tarifas según 
las disposiciones previstas en el apartado 5.2.

Hecho en duplicado ejemplar en Bruselas.—Por la Subsecre­
taría de Aviación Civil: El Director general de Aeropuertos,
A. Cesteros.—Por la Organización Europea para la Seguridad 
de la Navegación Aérea EUROCONTROL: El Director general,
B. Bulin.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 12 de diciembre de 1975.—El Secretario general 

Técnico, Enrique Thomas de Carranza.

26743 DENUNCIA por parte de España del Convenio
Europeo sobre Clasificación Internacional de Pa­
tentes de Invención, hecho en París el día 19 de 
diciembre de 1954.

En uso de las facultades que confiere el artículo 8, párra­
fo 3.° del Convenio Europeo sobre Clasificación Internacional 
de Patentes de Invención, hecho en París el día 19 de diciem­
bre de 1954, al que se adhirió España el día 1 de agosto de 1967 
y que entró en vigor para España el día 1 de septiembre 
de 1967, y de conformidad con el párrafo 1 (c) del. artículo 13 
del Arreglo de Estrasburgo de 24 de marzo de 1971, sobre 
Clasificación Internacional de Patentes, el Gobierno español 
denunció dicho Convenio.

La notificación de denuncia fue depositada en el Departa­
mento Político Federal Suizo el día 7 de noviembre de 1974. 
Dicha denuncia surtió efecto para España un año después, 
es decir, el 7 de noviembre de 1975.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 13 de diciembre de 1975.—El Secretario general Téc­

nico, Enrique Thomas de Carranza.

MINISTERIO DE HACIENDA

26744 DECRETO 3410/1975, de 25 de noviembre, por el 
que se aprueba el Reglamento General de Con­
tratación del Estado.

La Ley cinco/mil novecientos setenta y tres, de diecisiete 
de marzo, de modificación parcial de la Ley de Contratos del 
Estado, introdujo determinados cambios e innovaciones en la 
normativa de este texto legal que hace necesario incorporar 
consecuentes modificaciones en el Decreto tres mil trescientos 
cincuenta y cuatro/mil novecientos sesenta y siete, de vein­
tiocho de diciembre, por el que se aprobó el Reglamento Gene­
ral de Contratación del Estado. Ha parecido oportuno además 
actualizar numerosos preceptos de este cuerpo legal reco­
giendo los perfeccionamientos aconsejados por la experiencia 
de su aplicación, razón por la cual se ha estimado conveniente 
aprobar una nueva versión completa del Reglamento General, 
en la que se sigue la técnica legislativa de la anterior, trans­
cribiendo los preceptos de la Ley seguidos de su desarrollo 
reglamentario para facilitar el estudio y aplicación de la nor­
mativa vigente.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Hacienda, de con­
formidad con el texto elaborado por la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa y de acuerdo con el dictamen del 
Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Mi­
nistros en su reunión del día siete de noviembre de mil no­
vecientos setenta y cinco,

DISPONGO:

Artículo único.—Se aprueba el Reglamento General para la 
aplicación y desarrollo de la Ley de Contratos del Estado, modi­
ficada por la Ley cinco/mil novecientos setenta y tres, de die­
cisiete de marzo, cuyo texto se inserta a continuación.

 Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid 
a veinticinco de noviembre de mil novecientos setenta y cinco.

JUAN CARLOS

El Ministro de. Hacienda,
RAFAEL CABELLO DE ALBA Y GRACIA

REGLAMENTO GENERAL DE CONTRATACION 
DEL ESTADO

TITULO PRELIMINAR 

De los contratos del Estado 

CAPITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. «Los contratos que celebre la Administración del 
Estado con personas naturales b jurídicas se ajustarán a las pres­
cripciones contenidas en la Ley de Contratos del Estado, en el 
presente Reglamento y en sus disposiciones complementarias» 
(artículo 1 L. C. E.).

Art. 2. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, que­
dan fuera del ámbito de la presente legislación los siguientes 
contratos y negocios jurídicos de la Administración:

1. La relación de servicios y los contratos sobre personal 
regulados en la legislación sobre funcionarios y, en su caso, 
en la laboral.

2. Las relaciones jurídicas de prestación reglamentaria, en­
tendiéndose por tales aquellos negocios que, bajo la forma de 
cualquier tipo contractual, se celebren entre la Administración  
y los particulares como consecuencia de la prestación de un 
servicio público que los administrados tienen la facultad de 
utilizar mediante el abono de una tarifa o tasa de aplicación 
general a personas indeterminadas.

3. Las operaciones que celebre la Administración con los 
particulares sobre bienes o derechos cuyo tráfico resulte me­
diatizado en virtud de disposiciones legales o sobre productos 
intervenidos, estancados o prohibidos.

4. Los convenios de cooperación que celebre la Administra­
ción con las Corporaciones Locales u otros entes de Derecho 
público.

5. Los acuerdos que celebre el Estado con otros Estados 
extranjeros o con Entidades de Derecho público internacional.

6. Los contratos del Estado que se celebren y ejecuten en 
territorio extranjero.

7. Los convenios de colaboración que, en virtud de autoriza­
ción del Gobierno, celebre la Administración con particulares 
y que tengan por objeto fomentar la realización de actividades 
económicas privadas de interés público.

8. Los exceptuados expresamente por una Ley (artículo 2 
Ley de Contratos del Estado).

Art. 3. Los expresados contratos y negocios jurídicos excluidos 
del ámbito de la presente legislación seguirán regulándose 
por sus normas peculiares, aplicándoseles los principios de la 
Ley de Contratos para resolver las dudas y lagunas que pudie­
ran plantearse. Sin embargo, a los convenios a que se refiere, 
el apartado 7 del artículo anterior se les aplicarán supleto­
riamente las reglas sobre preparación, adjudicación y efectos 
del contrato de gestión de servicios públicos (art. 2 L. C. E.).

Deberán aplicarse preferentemente como principios de la Ley 
de Contratos del Estado las reglas comunes que contiene el 
capítulo II del título preliminar de aquélla, referente a los con­
tratos administrativos de obras, gestión de servicios y sumi­
nistros.

Art. 4. La Administración podrá concertar los contratos, 
pactos o condiciones que tenga por conveniente, siempre que 
no sean contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico 
o a los principios de buena administración, y deberá cumplirlos 
a tenor de los mismos, sin perjuicio de las prerrogativas esta­
blecidas, en su caso, en favor de aquélla (artículo 3 L. C. E.).

Art. 5. A efectos de la determinación del régimen jurídico 
aplicable a los contratos, éstos se clasifican en:



1.º Contratos administrativos de obras, gestión de servicios 
públicos y suministros.

2. ° Contratos administrativos especiales.
3. ° Contratos privados de la Administración.

Art. 6. Los contratos cuyo objeto directo sea la ejecución 
de obras y la gestión de servicios públicos del Estado,, asi como 
la prestación de suministros al mismo, tienen el carácter de ad­
ministrativos, y su preparación, adjudicación, efectos y extinción 
se regirán por la Ley de Contratos del Estado y su Reglamento 
General y, supletoriamente, por las restantes normas del Derecho 
administrativo. En defecto de este último, serán de aplicación 
las normas del Derecho privado (artículo 4 L. C. E.).

Art. 7. Los contratos administrativos especiales, es decir, 
los distintos de los enunciados en el artículo anterior que ten­
gan carácter administrativo, se regirán, en cuanto a su prepa­
ración, competencia, adjudicación, efectos y extinción, por sus 
normas especiales; en su defecto, y por analogía, por las dis­
posiciones de la presente legislación relativa a los contratos de 
obras, gestión de servicios y suministros y, finalmente, por las 
demás normas del Derecho administrativo. En defecto de este 
último, serán de aplicación las normas del Derecho privado.

A los expresados efectos, tendrán carácter administrativo 
especial los siguientes contratos de la Administración:

1. Los de contenido patrimonial, de préstamo, depósito, trans­
porte, arrendamiento, sociedad y cualesquiera otros cuando con­
curra en ellos alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que así lo declare expresamente una Ley.
b) Que esté directamente vinculado al desenvolvimiento re­

gular de un servicio público.
c) Que revista características intrínsecas que hagan precisa 

una especial tutela del interés público para el desarrollo del 
contrato.

2. Los de asistencia con Empresas consultoras o de servicios 
a que se refiere el Decreto número 1005/1974, de 4 de abril.

3. Los forestales regulados por la legislación de montes con 
este carácter.

4. Los de transporte de correos, personal, material, artículos 
o efectos militares u otros bienes o valores del Estado.

Art. 8. Los contratos privados de la Administración se re­
girán:

a) En cuanto a su preparación, competencia y adjudicación, 
por sus normas administrativas especiales y, en su defecto, por 
las disposiciones de la Ley de Contratos y de este Regla­
mento sobre preparación y adjudicación de los contratos de 
obras, gestión de servicios públicos y suministros, que se 
aplicarán por analogía a la figura contractual de que se trate. 
En su defecto, se aplicarán las normas del Derecho adminis­
trativo.

b) En cuanto a sus efectos y extinción, por las normas del 
Derecho privado que les sean aplicables en cada caso, en defecto 
de sus normas especiales, si las hubiere.

Tendrán la consideración de contratos privados de la Admi-  
nistración:

1. Los de compraventa de inmuebles y muebles, permuta, 
arrendamiento, donación y demás a que se refiere la Ley del 
Patrimonio del Estado, en los que no concurran alguna de las 
circunstancias enumeradas en el artículo anterior.

2. Los típicos del Derecho civil y mercantil, que, por no 
hallarse incluidos en los supuestos previstos en los artículos 6 
y 7, no deban tener carácter administrativo.

3. Aquellos cuyo carácter no pueda deducirse de las normas 
establecidas en los expresados artículos 0 y 7, en cuyo caso 
la presunción está en favor de su carácter privado.

Art. 9. A los efectos establecidos en el artículo 7 y apar­
tado a) del artículo 8, se consideran normas administrativas es­
peciales reguladoras de determinados contratos del Estado las 
Leyes y Decretos, así come las disposiciones dictadas en su 
desarrollo, que sean de obligado cumplimiento para los órganos 
de la Administración al tiempo de celebrar aquéllos.

Art. 10. Son reglas generales sobre preparación, competencia 
y adjudicación aplicables a todos los contratos del Estado, salvo 
que sus normas administrativas especiales dispongan lo con­
trario, las siguientes:

1. La necesidad de consignación presupuestaria previa, si el 
contrato origina gastos para el Estado.

2. La competencia general para celebrarlo de los Jefes de los 
Departamentos o Autoridad en quien se delegue o desconcen­
tre la función.

3. La preparación mediante expediente, donde constarán 
las cláusulas administrativas y técnicas del contrato a cele­
brar y la aprobación del gasto, en su caso.

4. La fiscalización previa de los actos administrativos de con­
tenido económico, relativos a los contratos.

5. La adjudicación del contrato atendiendo a los principios 
de publicidad y concurrencia, salvo que esto no sea posible o 
conveniente a los intereses públicos.

6. La formalización del contrato en documento notarial o 
administrativo.

Art. 11. Cuando la legislación referente a los contratos ad­
ministrativos de obras, gestión de servicios y suministros deba 
funcionar como supletoria, habida cuenta del carácter del con­
trato, de conformidad con el artículo 7 de este Reglamento, 
deberá el órgano de contratación incluir en el mismo las cláusu­
las pertinentes declaratorias de aquel carácter y de las prerroga­
tivas administrativas, y, en especial, de las siguientes:

1. La necesidad de que el contratista preste garantías o fian­
zas para asegurar el cumplimiento de su obligación.

2. Las facultades de la Administración, una vez celebrado 
el contrato, en orden a su interpretación, modificación y re­
solución.

3. La competencia de la Jurisdicción contencioso-administra- 
tiva para conocer de las cuestiones que puedan plantearse de 
conformidad con su Ley reguladora.

Art. 12. En los contratos a que se refiere el artículo 8 de­
berá el órgano de la Administración proponer, en cada caso, 
la inclusión de las cláusulas mas convenientes a los fines ad­
ministrativos a que sirve el contrato, las cuales tendrán los 
efectos que determine el Derecho civil o mercantil.

Art. 13. Cuando se trate de contratos que carezcan en el 
ordenamiento jurídico de régimen específico, como los atípicos o 
innominados, deberán cumplirse en todo caso las reglas genera­
les sobre preparación, competencia y adjudicación indicadas 
en el artículo 10, y se ejercerán, además, las prerrogativas ad­
ministrativas cuando, atendiendo a los criterios establecidos en 
el artículo 7 de este Reglamento, el contrato tenga carácter 
administrativo.

Art. 14. La jurisdicción civil será la competente para resol­
ver las controversias que surjan entre las partes en los contratos 
cuyos efectos estén sometidos al Derecho privado. No obstante, 
se considerarán actos jurídicos separables los que se dicten 
en relación con la preparación, competencia y adjudicación del 
contrato, y, en consecuencia, podrán ser impugnados ante la 
Jurisdicción contencioso-administrativa.

Los actos administrativos separables podrán también ser anu­
lados de oficio, conforme a la Ley de Procedimiento Adminis­
trativo.

La anulación de tales actos llevará consigo la del contrato, 
que entrará en fase de liquidación sin necesidad de plantear 
proceso ante la Jurisdicción civil.

Art. 15. La preparación y la ejecución de los contratos de 
la Administración se desarrollarán bajo la dirección y la res­
ponsabilidad de la Autoridad o del órgano que los celebre. Los 
particulares podrán deducir contra los actos y las resoluciones 
dé aquél las acciones, reclamaciones y recursos autorizados por 
las Leyes que sean aplicables (artículo 5 L. C. E.).

Las referencias que en el presente Reglamento se contengan 
a la Administración como parte contratante, a la Autoridad 
competente, al órgano que celebró el contrato u otros análogos, 
se entenderán asimismo hechas, salvo que del propio sentido 
resulte lo Contrario, al órgano de contratación correspondiente.

CAPITULO II

LA FISCALIZACION DEL GASTO EN LA CONTRATACION

Art. 10. La fiscalización del gasto público originado por la 
contratación será ejercida, bajo las directrices generales del Mi­
nistro de Hacienda, por la Intervención General de la Admi­
nistración del Estado y sus Interventores Delegados, de acuerdo 
con la Ley de Presupuestos y las normas que sean de aplica­
ción (artículo 5 L. C. E.).

Art. 17. Corresponderá a los órganos enunciados en el ar­
tículo anterior emitir, en el ejercicio de sus funciones, sus pre­
ceptivos informes, en los supuestos contemplados en los artícu­
los 22, 88, 117 números 7, 8 y 9; 133, 144, 152 y 157 de este Re­
glamento, como asimismo en los expedientes motivados por con­
tratos en general, en los que se proponga el reconocimiento 
de derechos u obligaciones de contenido económico o la adop­
ción de acuerdos de los cuales se deriven aquéllos, con sujeción 
a las disposiciones al efecto aplicables.
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Es competencia igualmente de la Intervención la fiscaliza- 
ción material de las inversiones realizadas como consecuencia 
de los contratos, de acuerdo con sus normas privativas.

Art. 18. El Ministro de Hacienda, conservando copia certifi­
cada, pasará al Tribunal de Cuentas para su examen y toma 
de razón los contratos que se celebren por la Administración, 
cuyo importe inicial exceda de cinco millones de pesetas, que 
deberán remitirle a este fin los órganos de contratación.

Sin perjuicio de la facultad del Tribunal de Cuentas para 
recabar tocios los antecedentes que estime necesarios, los cita­
dos órganos de contratación deberán acompañar a los contratos 
originales, dentro de los tres meses siguientes a su formaliza- 
ción, copia o fotocopia certificada de las siguientes actuaciones':

A) Las indicadas en los artículos 76, 84 y 85 del presente 
Reglamento.

En los casos que corresponda, deberá acompañarse la resolu­
ción establecida en el párrafo primero del articulo 90; la jus­
tificación de las provisiones a que aluden los artículos 79 y 80 
y la de las necesidades nuevas o causas técnicas imprevistas 
a que se refiere el artículo 149, todos ellos del propio texto 
reglamentario.

B) Relación de las ofertas recibidas, autorizada por el Re­
gistro del órgano de contratación.

C) El acuerdo de admisión previa, según las condiciones es­
peciales exigidas en los concursos-subasta y concursos restrin­
gidos.

D) Acta de la Mesa de Contratación, en la que conste el 
resultado de la licitación, con expresión del «Boletín Oficial 
del Estado» en que se publicó la convocatoria, y adjudicación 
provisional en las subastas y concursos-subasta, así como pro­
puesta de adjudicación de los concursos.

E) Para los casos de contratación directa, en los supuestos 
que proceda con arreglo a la Ley, copia análoga a las anterio­
res comprensiva de las invitaciones formuladas, como mínimo, 
a tres Empresas capacitadas para la realización de las obras 
o suministros, así como de las contestaciones recibidas debida­
mente registradas en el órgano correspondiente.

F) Resolución de la adjudicación definitiva por el órgano 
competente, y

G) Indicación del «Boletín Oficial del Estado» en que se 
publicó la adjudicación definitiva.

Si el Tribunal observase infracciones legales en los expedien­
tes se estará a lo previsto en el último párrafo del artículo 6 de 
la Ley de Contratos del Estado.

LIBRO PRIMERO 

TITULO PRIMERO

Disposiciones comunes a los contratos administrativos 
de obras, gestión de servicios y suministros

CAPITULO PRIMERO 

REQUISITOS ESENCIALES PARA SU VALIDEZ

Art. 19. Los Jefes de los Departamentos ministeriales son los 
órganos de contratación del Estado y están facultados para ce­
lebrar en su nombre los contratos a que se refiere el presente 
capítulo, dentro del ámbito de su competencia, previa consig­
nación presupuestaria para este fin y con sujeción a los requi­
sitos establecidos en la Ley de Contratos del Estado y su Re­
glamento General.

No obstante, dichas atribuciones podrán ser objeto, en fun­
ción de las conveniencias de cada servicio, de desconcentración 
mediante Decreto acordado en Consejo de Ministros en otros 
órganos centrales o territoriales, que quedarán en su virtud 
constituidos en órganos de contratación del Estado con las 
facultades que les atribuye la Ley de Contratos del Estado y 
su Reglamento General.

Las indicadas atribuciones podrán también ser objeto de de­
legación (artículo 7 L. C. E.).

Art. 20. Salvo que las normas de delegación de ejercicio de 
las facultades contractuales en los órganos centrales o terri­
toriales dispongan otra cosa, la facultad para celebrar con­
tratos lleva implícita la de aprobación del proyecto y del gasto 
correspondiente, la aprobación del pliego de cláusulas, la adju­
dicación del contrato, la de formalización del mismo, así como 
todas las demás facultades que la Ley de Contratos del Estado 
y su Reglamento atribuyen al órgano de contratación.

La desconcentración de facultades se entenderá siempre que 
es completa, salvo que el oportuno Decreto establezca limita­
ciones.

Art. 21. No obstante lo dispuesto en el artículo 19 será ne­
cesario acuerdo del Consejo de Ministros autorizando la cele­
bración en los siguientes casos:

1. Cuando los contratos tengan un plazo le ejecución supe­
rior al de vigencia del presupuesto correspondiente y hayan 
de comprometerse fondos públicos de futuros ejercicios fuera 
de los límites establecidos en la propia Ley de Presupuestos.

2. Cuando el presupuesto del contrato exceda de cien mi­
llones de pesetas.

La autorización del Consejo de Ministros llevará implícita la 
aprobación del gasto correspondiente (artículo 8 L. C. E.).

Art. 22. En el supuesto contemplado en el número 1 del 
artículo anterior, el Jefe del Departamento que vaya a celebrar 
el contrato vendrá obligado, con anterioridad a la autoriza­
ción del gasto, a dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ley de 
Presupuestos o en la Ley de Administración y Contabilidad, 
en su caso, sin perjuicio de lo establecido en Leyes especiales.

Art. 23. Están facultados para contratar con la Administra- 
ción las personas naturales y jurídicas, españolas o extranjeras, 
que, teniendo plena capacidad de obrar, no se hallen compren­
didas en alguna de las circunstancias siguientes:

1. Haber sido condenadas mediante sentencia firme o estar 
procesadas por delitos de falsedad o contra la propiedad.

2. Estar declaradas en suspensión de pagos, incursas en pro­
cedimiento de apremio como deudoras del Estado o de sus 
Organismos autónomos o haber sido objeto de sanción firme 
en dos o más expedientes tributarios por defraudación. En este 
último caso, la prohibición de contratar tendrá una duración 
de cinco años a partir de la fecha en que sea firme la san­
ción del último expediente.

3. Haber sido sancionadas con carácter firme, mediante 
acuerdo del Consejo de Ministros, por infracción administrativa 
en materia de disciplina del mercado. La prohibición de con­
tratar tendrá una duración de cinco años a partir de la fecha 
en que sea firme la sanción impuesta.

4. Haber sido declarados en quiebra o en concurso de 
acreedores, mientras no fueren rehabilitados, o insolventes fa­
llidos en cualquier procedimiento.

5. Haber dado lugar, por causa de la que fueren declaradas 
culpables a la resolución firme, durante los cinco años anterio­
res, de cualquier contrato que hubiesen celebrado con el Estado, 
sus Organismos autónomos o las Entidades Locales.

0. Formar parte del personal al servicio de la Administra­
ción del Estado, de la Administración Local, de los Organismos 
autónomos o de las Empresas públicas.

7. Las Empresas o Sociedades de las que formen parte las 
-autoridades declaradas incompatibles con arreglo al Decreto- 
ley de 13 de mayo de 1955 y demás disposiciones aplicables. 

8. No hallarse debidamente clasificadas, en su caso, con 
arreglo a lo dispuesto en la presente legislación.

No obstante, serán de aplicación a las Empresas extranjeras 
las normas de ordenación de la industria y las que rigen las 
inversiones de capital extranjero. El Gobierno, en atención a la 
coyuntura económica, podrá regular la concurrencia de las Em­
presas extranjeras a las licitaciones mediante disposiciones de 
carácter general y por un tiempo determinado.

Las adjudicaciones de contratos en favor de personas que 
carezcan de la capacidad de obrar necesaria o que estén in­
cursas en cualquiera de las prohibiciones del presente artículo 
serán nulas de pleno derecho. Sin perjuicio do ello, el órgano 
de contratación podrá acordar que el empresario continúe la 
ejecución del contrato, bajo las mismas cláusulas, por el tiem­
po indispensable para evitar perjuicios al interés público corres­
pondiente (artículo 9 L. C. E.).

A efectos de las prohibiciones para contratar originadas por 
las causas a que se refiere este artículo, y en relación con 
los contratistas clasificados, las Autoridades y órganos compe­
tentes notificarán a la Junta Consultiva de Contratación Admi­
nistrativa todas las sanciones y resoluciones firmes recaídas 
en los procedimientos correspondientes para que, a la vista 
de los mismos, se declare por la expresada Junta lo que pro­
ceda en el ámbito de la clasificación.

Art. 24. Sin perjuicio de lo que establezcan las normas de 
coyuntura sobre estos particulares, las Empresas extranjeras 
que pretendan contratar con el Estado deberán reunir los si­
guientes requisitos:

   1. Tener plena capacidad para contratar y obligarse con­
forme a la legislación de su país.

2. Que el país de procedencia de la Empresa extranjera ad­
mita a su vez la participación de Empresas españolas en la 
contratación con el Estado en forma sustancialmente análoga,
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por lo menos, a la que establezcan las normas de coyuntura. 
Este requisito se acreditará mediante el informe de la Embajada 
de España respectiva, que se acompañará a la documentación.

3. Que la Empresa extranjera, si se trata de contratos de 
obras, tenga abierta una sucursal domiciliada en España y de­
signe nominalmente los apoderados o representantes de la mis­
ma para sus operaciones y que previamente haya obtenido las 
autorizaciones administrativas que reglamentariamente proce­
dan para llevar a cabo en el territorio nacional la inversión 
de capital extranjero que la creación de tal sucursal representa.

4. Que la Empresa, si se trata de contratos de obras, esté 
inscrita en el Registro Mercantil, al igual que los apoderamien­
tos referidos, y en el Registro Industrial del Ministerio de In­
dustria.

5. Que la Empresa, en su proposición, haga declaración 
solemne de someterse a la jurisdicción de los Tribunales es­
pañoles, civiles, penales, laborales y contencioso-administrativos 
para todas las incidencias que de modo directo o indirecto 
pudieran surgir del contrato.

Art. 25. La personalidad de las Empresas se acreditará ante 
la Administración del siguiente modo:

1. Si la Empresa fuese persona ¡uridica, mediante la pre­
sentación de la escritura de constitución o modificación, en su 
caso, debidamente inscrita en el Registro Mercantil.

Para las Empresas individuales será obligatorio la presenta­
ción del documento nacional de identidad o el que, en su caso, 
le sustituya reglamentariamente.

2. Los que comparezcan o firmen proposiciones en nombre 
de otro presentarán poder bastante al efecto. Si la Empresa 
fuera persona jurídica, este poder deberá figurar inscrito en el 
Registro Mercantil.

3. Las Empresas extranjeras presentarán sus documentos 
constitutivos traducidos al castellano por la Oficina de Inter­
pretación de Lenguas del Ministerio de Asuntos Exteriores, asi 
como un despacho expedido por la Embajada de España en el 
país respectivo donde se certifique que, conforme a su legisla­
ción, tiene capacidad para contratar y obligarse.

4. Si para optar a un contrato de obra o de suministro 
fuese precisa la clasificación deberá presentarse, adjunto a la 
proposición, el certificado acreditativo de aquélla, según prevé 
el capítulo correspondiente de este Reglamento. La presenta­
ción del certificado tendrá los efectos probatorios de la perso­
nalidad que allí se establece.

Los documentos citados en este artículo podrán presentarse 
originales o medíante coplas de los mismos que tengan carácter 
de auténticas conforme a la legislación vigente.

Art. 26. La Administración también podrá contratar con 
agrupaciones de empresarios que se constituyan temporalmente 
al efecto. Dichos empresarios quedarán obligados solidariamen­
te ante la Administración y deberán nombrar un representante 
o Gerente único de la Agrupación, con poderes bastantes para 
ejercitar los derechos y cumplir las obligaciones que del con­
trato se deriven (artículo 10 L. C. E.).

Art. 27. Cuando varias Empresas acudan a una licitación 
constituyendo una agrupación temporal, cada uno de los em­
presarios que la componen deberá acreditar su capacidad de 
obrar conformo establecen los artículos anteriores.

Para que sea eficaz la agrupación frente a la Administra­
ción, bastará que en el escrito de proposición se indiquen los 
nombres y circunstancias de los empresarios que la suscriban, 
la participación de cada uno de ellos y que se designe la per­
sona o Entidad que durante la vigencia del contrato ha de 
ostentar la plena representación de todos ellos frente a la Ad­
ministración.

Si la agrupación estuviese constituida por Empresas españo­
las y extranjeras, el Gerente deberá ser español.

Art. 28 El objeto de los contratos deberá ser determinado, 
y su necesidad para los fines del servicio público correspon­
diente se justificará en el expediente de contratación, que tam­
bién incluirá el presupuesto del gasto (artículo 11 L. C. E.),

Art. 29. Podrán celebrarse contratos con pluralidad de ob­
jeto, pero cada una de las prestaciones deberá ser definida 
con independencia de las demás.

No podrán celebrarse contratos en los cuales la prestación 
del empresario quede condicionada a resoluciones e indicacio­
nes administrativas posteriores a su celebración, salvo lo esta­
blecido en este Reglamento para el contrato de suministro.

Art. 30. Los contratos tendrán siempre un precio cierto, que 
se expresará en moneda nacional, y se abonará al empresario 
en función de la importancia real de la prestación efectuada 
y de acuerdo con lo convenido.

La financiación de los contratos por la Administración se 
ajustará al ritmo óptimo de la ejecución de la prestación, de­
biendo adoptarse a este fin, por los órganos de contratación, 
las medidas que sean necesarias al tiempo de la programación 
de las anualidades y durante el período de ejecución, de con­
formidad con la Ley de Presupuestos.

Se prohíbe el pago aplazado del precio en los contratos, 
salvo que una Ley lo autorice expresamente.

La inclusión de cláusulas de revisión de precios se regulará 
por su legislación especial.

En todo caso, los órganos de contratación cuidarán de que 
el precio de los contratos sea adecuado al mercado (artículo 
12 L. C. E.).

Art. 31. Cuando las condiciones establecidas en el contrato 
impliquen pagos en moneda extranjera habrá de expresarse, 
además de su precio total en moneda nacional, el importe má­
ximo de aquéllas y la clase de divisas de que se trate, siendo 
preceptivo en estos casos y previamente a su adjudicación in­
forme del Banco de España sobre disponibilidad de las divisas 
que en un plazo máximo de quince días deberá manifestar su 
conformidad o reparos.

No será preceptivo el anterior informe cuando los pagos en 
moneda extranjera estén previstos en los Presupuestos Genera­
les del Estado.

Art. 32. Los contratos a que se refiere el presente título se 
celebrarán, salvo las excepciones establecidas por la legislación 
de Contratos del Estado, bajo los principios de publicidad y 
concurrencia; no se entenderán perfeccionados hasta su apro­
bación por el órgano de contratación competente y se formali­
zarán en documento público (artículo 13 L. C. E.).

La aprobación de los contratos se verifica por el acto admi­
nistrativo de adjudicación y no produce sus efectos respecto 
a las Empresas interesadas, sino desde la notificación de la 
resolución.

Art. 33. Salvo las excepciones, también establecidas por la 
Ley de Contratos del Estado, será requisito necesario la pres­
tación por el empresario de las fianzas previstas en la misma 
como garantía de los intereses públicos (artículo 13 L. C, E.).

CAPITULO II
DE LOS PLIEGOS DE CLAUSULAS Y PRESCRIPCIONES

Art. 34. Deberán aprobarse con anterioridad a la perfección 
y, en su caso, a la licitación de todo contrato, los pliegos 
de cláusulas administrativas particulares, de explotación o de 
bases, que incluirán los pactos y condiciones definidores de los 
derechos y las obligaciones que asumirán las partes del con­
trato. Las declaraciones contenidas en estos pliegos no podrán 
ser modificadas por los correspondientes contratos, salvo lo que 
se dispone en la Ley de Contratos del Estado y su Reglamento 
General.'

La aprobación de dichos pliegos corresponde al órgano de 
contratación competente (artículo 14 L. C. E.)

Art. 35. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares 
contendrán aquellas declaraciones que sean específicas del con­
trato de que se trate, y de su forma de adjudicación, las nue­
vas que se precisen por no figurar en el pliego de cláusulas 
administrativas generales que resulte de aplicación o estar en 
contradicción con alguna de ellas, y las que figurando en aquél 
no hayan de regir por causa justificada en el contrato de que 
se trate.

Los requisitos específicos de estos pliegos se regularán por 
lo establecido en este Reglamento para cada caso.

Art. 36. No obstante lo dispuesto en el articulo 34, la Admi­
nistración deberá establecer pliegos de cláusulas administrativas 
generales en que se contengan las típicas a que, en principio, 
se acomodará el contenido de los contratos regulados en este 
titulo.

La aprobación de estos pliegos generales compete ai Gobierno 
con el informe previo y preceptivo de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa del Ministerio de Hacienda y el 
dictamen del Consejo de Estado.

La propuesta de dichos pliegos corresponderá al Departa­
mento competente por razón de la materia a que aquéllos 
se refieran y deberá ser informada, en todo caso, por la Ase­
soría Jurídica del Ministerio de que se trate.

El Gobierno podrá establecer, previo informe de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa y dictamen del 
Consejo de Estado, que determinados pliegos de cláusulas ad­
ministrativas generales sean de elaboración y propuesta con­
junta por varios Departamentos ministeriales y que pliegos 
ya aprobados se apliquen a la contratación de otros Ministe­
rios (artículo 15 L. C. E.).



26780 27 diciembre 1975 B. O. del E.—Núm. 311

Art. 37. Los pliegos de cláusulas administrativas generales 
contendrán las declaraciones jurídicas, económicas y adminis­
trativas, que serán de aplicación, en principio, a todos los 
contratos de un objeto análogo además de las establecidas en 
la legislación de Contratación del Estado.

Los pliegos se referirán a los siguientes aspectos de los efec­
tos del contrato;

1. Ejecución del contrato y sus incidencias.
2. Derechos y obligaciones de las partes, régimen eco­

nómico.
3. Modificaciones del contrato, supuestos y límites.
4. Resolución del contrato.
5. Conclusión del contrato, recepciones, plazo de garantía 

y liquidación.
Los pliegos particulares sólo podrán modificar los generales 

conforme al artículo siguiente.

Art. 38. La Junta Consultiva de Contratación Administra­
tiva informará con carácter previo y preceptivo todos los plie­
gos particulares en que se proponga la inclusión de estipula­
ciones contrarias a lo previsto en los correspondientes pliegos 
generales (artículo 16 L. C. E.).

Art. 39. Serán elaborados, también con anterioridad a cada 
contrato, los pliegos de prescripciones técnicas particulares que 
hayan de regir la ejecución de la prestación de conformidad 
con los requisitos que para cada contrato establece la legisla­
ción de Contratos del Estado.

La aprobación de estos pliegos corresponde al órgano de 
contratación competente.

El Gobierno podrá establecer, previo informe de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa, los pliegos de pres­
cripciones técnicas generales a que haya de ajustarse la pres­
tación a contratar por la Administración (artículo 17 L. C. E.).

CAPITULO III

DE LA INVALIDEZ DE LOS CONTRATOS

Art. 40. Los contratos regulados en el presente Libro serán 
Inválidos cuando lo sean los actos administrativos que les 
sirven de soporte o alguno de ellos, o cuando la invalidez 
derive de su propio clausulado.

Estos contratos pueden quedar también invalidados por las 
causas reconocidas en el Derecho civil.

Art. 41. Son nulos de pleno derecho los actos administra­
tivos preparatorios o el acto de adjudicación, en los siguientes 
casos:

a) Cuando incurran en alguno de los supuestos contem­
plados en el articulo 47 de la Ley de Procedimiento Adminis­
trativo.

b) Las adjudicaciones realizadas en favor de empresarios 
que se encuentren incursos en alguna de las prohibiciones e 
incompatibilidades señaladas en el artículo 9 de la Ley de 
Contratos del Estado.

c) Las adjudicaciones de contratos que carezcan de consig­
nación presupuestaria o extrapresupuestaria debidamente apro­
bada.

Art. 42. La nulidad de pleno derecho se acordará de oficio 
O a instancia de parte interesada.

El acuerdo de nulidad compete al Jefe del Departamento 
que haya aprobado el contrato, previo dictamen favorable del 
Consejo de Estado y mediante Orden ministerial publicada en 
el «Boletín Oficial del Estado».

Si el Consejo de Ministros hubiese autorizado el contrato, 
deberá también autorizar al Jefe del Departamento competente 
para que proceda a su anulación.

Art. 43. En caso de grave trastorno para los servicios pú­
blicos, podrá acordar el Jefe del Departamento, en la Orden 
ministerial de declaración de nulidad de pleno derecho, la 
continuación, bajo las mismas cláusulas, de los efectos del 
contrato hasta que el órgano competente haya podido adoptar 
las medidas conducentes a evitar aquel perjuicio.

Art. 44. Son anulables los actos administrativos prepara­
torios o el acto de adjudicación que se hallen incursos en 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Infracción del ordenamiento jurídico y, en especial, de 
las reglas contenidas en la Legislación de Contratos del Es­
tado, do conformidad todo ello con el artículo 48 y siguientes 
de la Ley de Procedimiento Administrativo.

b) Que incurran en defectos de fondo que afecten a los 
elementos esenciales del contrato, de modo que se deduzca 
razonablemente que, de no haber existido aquéllos, el órgano

de contratación no debería haber realizado la adjudicación o 
la hubiere debido hacer en favor de distinto empresario.

El incumplimiento de meros requisitos formales en las ac­
tuaciones preparatorias del contrato o en la propia adjudica­
ción no darán en general lugar a la anulación, y sólo faculta 
al órgano de contratación para subsanarlos.

Art. 45. Si los referidos actos administrativos incurren en 
manifiesta infracción del ordenamiento jurídico, el Jefe del 
Departamento competente podrá anularlos de oficio ajustán­
dose a los requisitos establecidos en el artículo 110 de la Ley 
de Procedimiento Administrativo.

La anulación se hará mediante Orden ministerial publi­
cada en el «Boletín Oficial del Estado» y requerirá autorización 
del Consejo de Ministros cuando este órgano hubiera otorgado 
la correspondiente para la celebración de aquél.

Art. 46. La anulación de los contratos por las causas pre­
vistas en el articulo 44 podrá ser instada por la Administra­
ción o los interesados, conforme a los requisitos y plazos 
establecidos en las normas generales de procedimiento admi­
nistrativo.

Cuando la Administración pretenda la anulación, deberá 
previamente el Jefe del Departamento declararlo lesivo para el 
interés público e impugnarlo ante la Jurisdicción contencioso- 
administrativa. Hasta que ésta no apruebe, en su caso, la anu­
lación del contrato, seguirá produciendo éste todos sus efectos.

Art. 47. La anulación por cualesquiera de las causas seña­
ladas de los actos separables previos al contrato o de la ad­
judicación, cuando sea firme, llevará en todo caso consigo la 
del mismo contrato, que entrará en fase de liquidación, de­
biendo las partes restituirse recíprocamente las cosas que 
hubieren recibido en virtud del mismo, y si esto no fuese 
posible se devolverán su valor. La parte que haya sido cul­
pable de la anulación, en su caso, deberá indemnizar a la 
contraria de los daños y perjuicios que haya sufrido.

Durante la tramitación del expediente de anulación el ór­
gano de contratación podrá suspender la ejecución del con­
trato.

Art. 48. La invalidez de los contratos originada por vicios 
sustanciales en el contenido del mismo, bien por incluir cláu­
sulas esenciales contrarias a derecho o al interés público, 
requerirá la' previa declaración de lesividad por la Administra­
ción y la ulterior impugnación ante la Jurisdicción contencioso- 
administrativa, de conformidad con lo establecido en el artículo 
56 de su Ley reguladora.

Si la impugnación del contrato se pretende por los par­
ticulares interesados, deberán éstos agotar previamente la vía 
administrativa.

Art. 49. La invalidez de los contratos por causas reconocidas 
en el Derecho civil se sujetará a los requisitos y plazos esta­
blecidos en este ordenamiento, pero el procedimiento para ha­
cerlas valer se someterá a lo previsto en los artículos anteriores 
para los actos administrativos anulables.

La resolución y sus efectos de contratos válidamente cele­
brados por la Administración, se regulará por las normas pe­
culiares que para cada negocio contiene esta legislación.

CAPITULO IV

PRERROGATIVAS DE LA ADMINISTRACION

Art 50. El órgano de contratación ostenta la prerrogativa 
de interpretar los contratos administrativos y resolver las dudas 
que ofrezca su cumplimiento. Igualmente podrá modificar, por 
rezones de interés público, los contratos celebrados y acordar 
su resolución, dentro de los límites y con sujeción a los requi­
sitos y efectos señalados en la Ley de Contratos del Estado y 
este Reglamento (artículo 18 L. C. E.).

Art. 51. Los acuerdos que dicte el órgano de contratación, 
previo informe de la Asesoría Jurídica, en el ejercicio de sus 
prerrogativas de interpretación, modificación y resolución, serán 
inmediatamente ejecutivos. En los casos de interpretación y 
resolución, cuando el precio del contrato sea superior a 100 
millones de pesetas, y en los de modificación de estos últimos, 
cuando la cuantía de aquélla exceda del 20 por 100 del precio 
del contrato, será además preceptivo el dictamen del Consejo 
de Estado (artículo 18 L. C. E ).

La resolución del contrato requerirá autorización del Consejo 
de Ministros cuando este órgano hubiera otorgado la corres­
pondiente para la celebración de aquél.

Art. 52. La ejecución de los contratos a que se refiere este 
Libro se desarrollará sin perjuicio de las obligaciones que le 
corresponden al contratista bajo la dirección, inspección y res-



ponsabilidad del órgano de contratación correspondiente, el 
cual podrá despachar las instrucciones oportunas al empresario 
para el fiel cumplimiento de lo convenido e incluso en orden 
a la suspensión provisional o definitiva de la prestación.

Los pliegos de cláusulas contendrán las declaraciones pre­
cisas sobre el modo de llevar a cabo esta potestad adminis­
trativa.

Art. 53. Las resoluciones que dicte la Administración en el 
ejercicio de sus prerrogativas o como consecuencia de inciden­
cias surgidas con posterioridad a la adjudicación son recurri­
bles, con independencia de la validez y efectos del contrato 
a que se refieren.

CAPITULO V

JURISDICCION

Art. 54. Las cuestiones litigiosas surgidas sobre la inter­
pretación, modificación, resolución y efectos de los contratos 
administrativos serán resueltas por el órgano de contratación 
competente, cuyos acuerdos pondrán fin a la vía administra­
tiva, y. contra los mismos habrá lugar a recurso contencioso- 
administrativo, conforme a lo dispuesto por la Ley reguladora 
de dicha Jurisdicción (artículo 19 L. L.C.E.)

Las transacciones y arbitrajes se sujetarán a los requisitos 
establecidos en la Ley de Administración y Contabilidad.

TITULO II

Del contrato de obras 

CAPITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES

Art. 55. Se considerarán expresamente comprendidos en el 
presente Título los contratos de obras que tengan por objeto:

1. La construcción de un bien que tenga naturaleza de in­
mueble, tales como carreteras, ferrocarriles, puertos, presas, 
canales, edificios, fortificaciones, aeródromos, bases navales, 
monumentos, instalaciones varias y otros análogos.

2. La realización de trabajos que modifiquen la forma o 
sustancia del terreno o del subsuelo, como dragados, sondeos, 
prospecciones, inyecciones, etc.

3. La reforma, reparación, conservación o demolición de 
los definidos en ios párrafos anteriores.

En los contratos de obras, la Administración podrá apor­
tar, total o parcialmente, los materiales, instalaciones u otro 
medios destinados a su ejecución.

CAPITULO II

actuaciones administrativas preparatorias del contrato

DE OBRAS

Art. 56. A la adjudicación de un contrato de obras prece­
derán las siguientes actuaciones administrativas:

1. Elaboración, aprobación y replanteo del proyecto.
2. Tramitación y resolución del expediente de contratación, 

con aprobación del pliego de, cláusulas administrativas particu­
lares y del gasto correspondiente.

La Administración realizará las actuaciones preparatorias con 
la antelación precisa, a fin de que estén ultimadas en el curso 
del primer semestre de cada ejercicio, período durante el cual 
deberán normalmente adjudicarse los contratos, salvo que otra 
cosa se deduzca de los planes o programas correspondientes o 
concurran circunstancias justificadas que aconsejen demorar la 
tramitación del expediente

A estes efectos, los expedientes de contratación podrán ul­
timarse incluso con la adjudicación del contrato y su forma- 
lización correspondiente, aun cuando las obras deban iniciarse 
en el ejercicio siguiente (artículo 20 L. C. E.).

Para una mejor información de las Empresas interesadas, 
los órganos de contratación publicarán, al comienzo del ejer­
cicio, la relación de los proyectos de obras, con indicación de 
características y presupuestos aproximados que se propone 
adjudicar durante el año.

Sección 1.a De los anteproyectos y proyectos de obras

Art. 57. A los efectos de elaboración de los correspondientes 
proyectos, se clasifican las obras, según su objeto y naturaleza, 
en los grupos siguientes:

a) Obras de primer establecimiento, reforma o gran repa­
ración.

b) Obras de reparaciones menores.
c) Obras de conservación y mantenimiento.

Son obras de primer establecimiento las que dan lugar a 
la creación de un bien inmueble.

El concepto general de reforma abarca el conjunto de obras 
de ampliación, mejora, modernización, adaptación, adecuación o 
refuerzo de un bien inmueble ya existente.

Se consideran como obras de reparación las necesarias para 
enmendar un menoscabo producido en un bien inmueble por 
causas fortuitas o accidentales. Cuando afecten fundamental­
mente a la estructura resistente, tendrán la calificación de gran 
reparación, y en caso contrario, de reparación menor.

Si el menoscabo se produce en el tiempo, por el natural uso 
del bien, las obras necesarias para su enmienda tendrán el ca­
rácter de conservación. Las obras de mantenimiento tendrán el 
mismo carácter que las de conservación.

Art. 58. Los proyectos deberán referirse necesariamente a 
obras completas, entendiéndose por tales las susceptibles de ser 
entregadas al uso general o al servicio correspondiente, sin per­
juicio de las ulteriores ampliaciones de que posteriormente pue­
dan ser objeto, y comprenderán todos y cada uno de los elemen­
tos que sean precisos para la utilización de la obra (artícu­
lo 21 L. C. E.).

Podrán considerarse elementos comprendidos en los proyec­
tos de edificios aquellos bienes de equipo que deban ser em­
pleados en el mismo mediante instalaciones fijas, siempre que 
constituyan complemento natural de la obra y su valor supon­
ga un reducido porcentaje en relación con el presupuesto total 
del proyecto.

Los ¡proyectos relativos a obras de reforma, reparación o 
conservación deberán comprender todas las necesarias para lo­
grar el fin propuesto.

Sin estos requisitos no podrán ser aprobados los proyectos 
ni el gasto que represente la ejecución de las obras que com­
prenda.

Art. 59. Cuando una obra admita fraccionamiento podrán 
redactarse proyectos independientes relativos a cada una de sus 
partes, siempre que éstas sean susceptibles de utilización inde­
pendiente, en el sentido del uso general o del servicio, o puedan 
ser sustancialmente definidas y preceda autorización adminis­
trativa que funde la conveniencia del referido fraccionamiento 
(artículo 21 L. C. E).

La autorización exigida en este último caso será competencia 
del Jefe del Departamento o autoridad en quien haya expresa­
mente delegado esta facultad, y habrá de ser debidamente mo­
tivada.

Art. 60. Cuando en una obra concurran especiales circuns­
tancias determinadas por su magnitud, complejidad o largo pla­
zo de ejecución, podrá acordarse por los Jefes de los Departa­
mentos la redacción de un anteproyecto de la misma con el al­
cance y contenido que se establezcan en el propio acuerdo, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

Art. 61. Los anteproyectos que hayan de servir de base a 
una posterior propuesta de gasto constarán de los documentos 
siguientes:

1.° Una Memoria en la que se expondrán las necesidades a 
satisfacer, los factores sociales, técnicos, económicos y admi­
nistrativos qué se tienen en cuenta para plantear el problema 
a resolver y la justificación de la solución que se propone desde 
los puntos de vista técnico y económico; así como los datos y 
cálculos básicos correspondientes. También se justificarán los 
precios descompuestos adoptados.

Figurarán en dicha Memoria la manifestación expresa y 
justificada de que el anteproyecto comprende una obra completa 
en el sentido exigido por el artículo 58 de este Reglamento.

2.° Los planos de situación generales y de conjunto, nece­
sarios para la definición de la obra en sus aspectos esenciales 
y para basar en los mismos las mediciones suficientes para la 
confección del presupuesto.

3.° Un presupuesto formado por un estado de mediciones de 
elementos compuestos, especificando claramente el contenido de 
cada uno de ellos; un cuadro de los precios adoptados para los 
diferentes elementos compuestos y el correspondiente resumen 
o presupuesto general que comprenda todos los gastos, incluso 
de expropiaciones a realizar por la Administración.

4.° Un estudio relativo a la descomposición del anteproyecto 
en proyectos parciales, con señalamiento de las fracciones del 
presupuesto que corresponderán a cada uno y de las etapas y 
plazos previstos para la elaboración, contratación y ejecución 
de los mismos.

5.° Cuando la obra haya de ser objeto de explotación retri­
buida será necesario acompañar asimismo los estudios relativos 
al régimen de utilización y posibles futuras tarifas.



La contratación de obras definidas por un anteproyecto sólo 
podrá tener lugar en las condiciones contempladas en el apar­
tado 2 del artículo 113, y, excepcionalmente, por el sistema de 
administración.

Art. 62. Los anteproyectos deberán ser aprobados por la 
Autoridad a que corresponda la aprobación de los proyectos, 
según las normas particulares de cada Departamento ministerial.

Al aprobarse un anteproyecto quedará autorizada la redac­
ción posterior de los proyectos parciales que en el mismo se 
indiquen y que podrán ser objeto de contratación y ejecución 
independientes.

Cuando el anteproyecto sirva de base para una propuesta de 
gasto, éste habrá de ser aprobado en su totalidad y por un solo 
acuerdo.

Los anteproyectos básicos podrán ser objeto de reforma con 
los mismos requisitos que sean necesarios para los proyectos 
de obras, de acuerdo con la legislación vigente. La aprobación 
de un proyecto parcial o de sus reformados, de los incluidos en 
un anteproyecto, representará, implícitamente, la aprobación de 
la reforma de éste.

Art. 63. Todo proyecto que se refiera a obras de primer es­
tablecimiento, de reforma o de gran reparación, comprenderá 
como mínimo:

A) Cualquiera que sea su cuantía:

1. Una Memoria que considerará las necesidades a satisfacer 
y los factores de todo orden a tener en cuenta.

2. Los planos de conjunto y de detalle necesarios para que 
la obra quede perfectamente definida.

3. El pliego de prescripciones técnicas particulares, donde 
se hará la descripción de las obras y se regulará su ejecución.

4. Un presupuesto integrado o no por varios parciales, con 
expresión de los precios unitarios descompuestos, estados de 
cubicaciones o mediciones y los detalles precisos para su valora­
ción.

B) Además, cuando la cuantía sea superior a cinco millones 
de pesetas:

1. Un programa del posible desarrollo de los trabajos en 
tiempo y coste óptimo de carácter indicativo, así como la clasi­
ficación que con arreglo al Registro deba ostentar el empresario 
para ajustarla.

2. Los documentos que sean necesarios para promover las 
autorizaciones o concesiones administrativas que sean previas 
a la ejecución.

3. Cuando las obras hayan de ser objeto de explotación re­
tribuida se acompañarán los estudios económicos y administra­
tivos sobre régimen de utilización y tarifas que hayan de apli­
carse.

En los casos en que el empresario hubiera de presentar el 
proyecto de la obra, la Administración podrá limitarse a redac­
tar las bases técnicas a que la misma haya de sujetarse (ar­
tículo 22 L. C. E.).

Art. 64. Serán factores a considerar en la Memoria los eco­
nómicos, sociales, administrativos y estéticos, así como las jus­
tificaciones de la solución adoptada en sus aspectos técnico y 
económico y de las características de todas y cada una de las 
obras proyectadas. Se indicarán en ella los datos previos, méto­
dos de cálculo y ensayos efectuados, cuyos detalles y desarrollo 
se incluirán en anejos separados. También figurarán en otros 
anejos: El estudio de los materiales a emplear y los ensayos 
realizados con los mismos, la justificación del cálculo de los pre­
cios adoptados, las bases fijadas para la valoración de las uni­
dades de obra y de las partidas alzadas propuestas y el presu­
puesto para conocimiento de la Administración obtenido por la 
suma de los gastos correspondientes al estudio y elaboración del 
proyecto, incluso honorarios reglamentarios, cuando procedan, 
del presupuesto de las obras y del importe previsible de las 
expropiaciones necesarias y de restablecimiento de servicios y 
servidumbres afectados, en su caso.

Igualmente, en dicha Memoria figurará la manifestación ex­
presa y justificada de que el proyecto comprende una obra 
completa o fraccionada, según el caso, en el sentido exigido por 
el artículo 58 o en el permitido por el 59, respectivamente. De 
estar comprendido en un anteproyecto aprobado, se hará cons­
tar esta circunstancia.

Art. 65. Los planes deberán ser lo suficientemente descripti­
vos para que puedan deducirse de ellos las mediciones que sir­
van de base para las valoraciones pertinentes.

Habrán de servir para la exacta realización de la obra a 
cuyos efectos deberá poderse deducir también de ellos los planos 
de ejecución en obra o en taller.

Art. 66. A los efectos de regular la ejecución de las obras, el 
pliego de prescripciones técnicas particulares deberá consignar, 
expresamente o por referencia a los pliegos de prescripciones 
técnicas generales que resulten de aplicación, las características 
que hayan de reunir los materiales a emplear, especificando, si 
se juzga oportuno, la procedencia de los materiales naturales, 
cuando ésta defina una característica de los mismos, y ensayos 
a que deben someterse para comprobación de las condiciones 
que han de cumplir las normas para elaboración de las distintas 
unidades de obra, las instalaciones que hayan de exigirse y las 
precauciones a adoptar durante la construcción. En ningún caso 
contendrán estos pliegos declaraciones o cláusulas de carácter 
económico que deban figurar en el pliego de cláusulas adminis­
trativas.

Igualmente detallará las formas de medición y valoración de 
las distintas unidades de obra y las de abono de las partidas 
alzadas; establecerá el plazo de garantía y especificará las nor­
mas y pruebas previstas para las recepciones.

Art. 67. El cálculo de los precios de las distintas unidades 
de obra se basará en la determinación de los costes directos e 
indirectos precisos para su ejecución.

Se considerarán costes directos:

a) La mano de obra, con sus pluses y cargas y seguros so­
ciales, que interviene directamente en la ejecución de la unidad 
de obra.

b) Los materiales, a los precios resultantes a pie de obra, 
que queden integrados en la unidad de que se trate o que sean 
necesarios para su ejecución.

c) Los gastos de personal, combustible, energía, etc., que 
tengan lugar por el accionamiento o funcionamiento de la ma­
quinaria e instalaciones utilizadas en la ejecución de la unidad 
de obra.

d) Los gastos de amortización y conservación de la maqui­
naria e instalaciones anteriormente citadas.

Se considerarán costes indirectos: Los gastos de instalación 
de oficinas a pie de obra, comunicaciones, edificación de alma­
cenes, talleres, pabellones temporales para obreros, laborato­
rios, etc., los del personal técnico y administrativo adscrito ex­
clusivamente a la obra y los imprevistos. Todos estos gastos, 
excepto aquellos que luzcan en el presupuesto valorados en 
unidades de obra o en partidas alzadas, se cifrarán en un por­
centaje de los costes directos, igual para todas las unidades de 
obra, que adoptará en cada caso, el técnico autor del proyecto 
a la vista de la naturaleza de la obra proyectada, de la impor­
tancia de su presupuesto y de su posible plazo de ejecución.

En aquellos casos en que oscilaciones de los precios impre­
vistas y ulteriores a la aprobación técnica de los proyectos 
resten actualidad a los cálculos de precios que figuran en sus 
presupuestos podrán los Jefes de los Departamentos, si la obra 
merece el calificativo de urgente, aplicar el porcentaje lineal de 
aumento señalado por la Oficina de Supervisión, al objeto de 
ajustar los expresados precios a los vigentes en el mercado al 
tiempo de la licitación.

Los Departamentos ministeriales dictarán las normas comple­
mentarias de aplicación al cálculo de los precios unitarios en 
los distintos proyectos elaborados por sus servicios.

Art. 68. Se denominará presupuesto de ejecución material el 
resultado obtenido por la suma de los productos del número de 
cada unidad de obra por su precio unitario y de las partidas 
alzadas.

El presupuesto de ejecución por contrata se obtendrá incre­
mentando el de ejecución material en los gastos generales de 
estructuras que inciden sobre el contrato, cifrados en los si­
guientes porcentajes:

a) Del 16 al 20 por 100, a fijar por cada Departamento mi­
nisterial, a la vista de las circunstancias concurrentes, en con­
cepto de gastos generales de la Empresa, gastos financieros, 
cargas fiscales, tasas de la Administración legalmente estableci­
das que inciden sobre el costo de las obras y demás derivados 
de las obligaciones del contrato.

b) El 6 por 100, en concepto de beneficio industrial del con­
tratista.

Estos porcentajes podrán ser modificados con carácter general 
por acuerdo del Gobierno cuando por variación de los supuestos 
actuales se considere necesario.

El presupuesto de ejecución de la obra directamente por la 
Administración, cuando se prevea la adopción de este sistema, 
será el obtenido como de ejecución material, incrementado en 
el porcentaje necesario para atender a las percepciones que 
puedan tener lugar por el trabajo o gestión de empresarios co­
laboradores a que se refiere el artículo 191.



Art. 69. El programa de trabajo especificará los plazos en 
los que deberán ser ejecutadas las distintas partes fundamenta­
les en que pueda descomponerse la obra, determinándose los 
importes que corresponderá abonar durante cada uno de aqué­
llos.

La propuesta de clasificación que deba ser exigida a los con­
tratistas que aspiren a la adjudicación del contrato será deter­
minada con arreglo a las normas que sobre este particular hayan 
sido aprobadas a propuesta de la Comisión de Clasificación 
constituida en la Junta Consultiva de Contratación Adminis­
trativa.

Art. 70. En los proyectos de obras que tengan la considera­
ción de reparaciones menores, podrán reducirse en extensión los 
documentos señalados en el artículo 63 e incluso suprimirse al­
guno de ellos, siempre que los restantes sean suficientes para 
definir, ejecutar y valorar las obras que comprende.

En todo caso, deberá figurar el presupuesto de las obras que 
será el único documento exigible cuando se trate de obras infe­
riores a 500.000 pesetas. Esta cifra podrá ser modificada por 
acuerdo del Consejo de Ministros.

Art. 71. Las obras de conservación serán objeto de proyectos 
o presupuestos análogos a los de reparaciones menores, excepto 
en los casos en que por sus características especiales no sean 
susceptibles de integrarse en un proyecto o en un presupuesto 
y hayan, por tanto, de ser ejecutadas directamente por la Ad­
ministración con cargo a las consignaciones libradas periódica­
mente para estos fines.

Art. 72. La redacción y elaboración de proyectos deberá 
acomodarse a las previsiones generales establecidas en el pre­
sente Reglamento, y a las demás generales y especiales que se 
encuentren vigentes, en cuanto no se opongan a aquéllas.

En todos los casos, los distintos documentos que en su con­
junto constituyan un proyecto deberán definir las obras en for­
ma tal que otro facultativo distinto del autor de aquél pueda 
dirigir con arreglo al mismo los trabajos correspondientes.

Art. 73. Todos los Departamentos ministeriales que tengan 
a su cargo la realización de obras procederán a la redacción de 
instrucciones para la elaboración de proyectos, en las cuales se 
regularán debidamente las normas técnicas a que los mismos 
deban sujetarse.

Dichos Departamentos deberán establecer oficinas o seccio­
nes de supervisión de los proyectos encargadas de examinar 
detenidamente los elaborados por las oficinas de proyección y 
de vigilar el cumplimiento de las normas reguladoras de la 
materia (artículo 23 L. C. E.).

Art. 74. Las instrucciones para la elaboración de proyectos 
que hayan de dictarse en lo sucesivo, así como las modificacio­
nes que se introduzcan en las mismas, deberán informarse pre­
viamente por el órgano técnico del Departamento correspondiente 
y por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, en 
sus respectivas competencias. Después de su aprobación, se pu­
blicarán en el «Boletín Oficial del Estado».

También se publicarán en el dicho «Boletín Oficial del Esta­
do», sin necesidad de remisión previa a aquella Junta, las ins­
trucciones dictadas con carácter general con anterioridad a 
este Reglamento, y que no hubiesen sido publicadas.

El Gobierno podrá acordar que la instrucción de un determi­
nado Ministerio sea aplicable a otro u otros que no tuviesen 
establecida su propia instrucción, previo informe del Departa­
mento que se encuentre en dicho caso.

Las prevenciones establecidas en este artículo se cumplirán 
de manera que la necesaria publicación en el «Boletín Oficial 
del Estado» quede efectuada, si no se hubiese realizado, en el 
plazo de doce meses, a partir de la entrada en vigor del pre­
sente Reglamento, a no ser que el Gobierno acuerde otro mayor 
en casos especiales.

Art. 75. La competencia territorial de las oficinas técnicas 
de supervisión de proyectos será determinada por los distintos 
Departamentos ministeriales de acuerdo con las necesidades del 
servicio.

Cuando por el escaso volumen e importancia de las obras a 
realizar por un Ministerio no se juzgue necesario el estableci­
miento de dichas oficinas, el Gobierno podrá acordar que las 
funciones de supervisión sean ejercidas por la oficina del De­
partamento ministerial que por razón de la especialidad de su 
cometido resulte más idónea a la naturaleza de las obras, pu- 
diendo recabarse informe de la Junta Consultiva de Contrata­
ción Administrativa sobre cuál sea la que mejor cumple a este 
último requisito.

Art. 76. Las oficinas de supervisión de proyectos tendrán 
como misión:

a) Examinar los anteproyectos y proyectos de obras de su 
competencia, así como las modificaciones de los mismos, in­
cluso en su comprobación aritmética, recabando las aclaracio­
nes, ampliaciones de datos o estudios, o rectificaciones que 
crean oportunas y exigiendo la subsanación o subsanando por 
sí mismas los defectos observados.

b) Vigilar el cumplimiento de las normas reguladoras de la 
materia haciendo cumplir especialmente las prevenciones con­
tenidas en el presente Reglamento, las instrucciones técnicas 
que rijan para los distintos ramos y, en general, cuantas dis­
posiciones legales sean aplicables al caso.

c) Ordenar, regular y coordinar los criterios técnicos.
d) Las demás funciones que les encomienden las disposi­

ciones propias del Departamento.

Las oficinas de supervisión harán declaración expresa en 
sus informes de que el anteproyecto o proyecto cuya aproba­
ción o modificación propone reúne cuantos requisitos son exi­
gidos por este Reglamento,. declaración que será recogida en la 
propia orden de aprobación.

El informe que deben emitir las oficinas de supervisión de 
proyectos deberá ser despachado en el plazo máximo de un 
mes, salvo casos excepcionales, contado a partir de la recepción 
del proyecto, y habrá de ser incorporado al expediente respec­
tivo como documento integrante del mismo.

Art. 77. La Intervención General de la Administración del 
Estado, o en su caso las Intervenciones Delegadas de la mis­
ma, no procederán a la fiscalización previa de los gastos que 
tengan por base proyectos de obras cuando en la orden de 
aprobación de los mismos no figure el informe a que se refie­
re el artículo anterior.

Art. 78. Realizada la correspondiente información pública, 
en su caso, supervisado el proyecto y emitidos cuantos infor­
mes de otros órganos de la Administración sean preceptivos 
o se estime conveniente solicitar para un mayor conocimiento 
de cuantos factores puedan incidir en la ejecución o explo­
tación de las obras, el Jefe del Departamento o la Autoridad 
en quien haya delegado o desconcentrado esta facultad, resol­
verá sobre la aprobación del proyecto.

Art. 79. Con carácter especial y exclusivamente respecto 
de aquellas unidades de obra cuyo número exacto sea de im­
posible determinación en el correspondiente proyecto, podrá 
acordarse que, además del gasto que sea estrictamente nece­
sario según el presupuesto, se establezca una provisión desti­
nada a sufragar el mayor importe que puedan suponer tales 
unidades de obras.

 En estos casos deberá consignarse la oportuna cláusula con­
tractual en el correspondiente pliego de cláusulas administra­
tivas particulares por la cual quede obligado el contratista 
a la realización de este mayor número de unidades de obra, 
de resultar necesario, bajo idénticas bases, por todos los con­
ceptos, que las estipuladas para las inicialmente contratadas.

Art. 80. La fijación y utilización de dicha provisión se aco­
modará a las siguientes prevenciones:

1. a Su importe no podrá exceder, salvo autorización expre­
sa del Gobierno, previo informe de la Junta Consultiva de Con­
tratación Administrativa, del 15 por 100 del de las obras.

2. a La provisión no será incorporada al presupuesto de con­
trata, si bien tendrá que ser tramitada, fiscalizada y aproba­
da al mismo tiempo que el gasto estricto que el proyecto re­
presente. En todo caso será precisa, para su incorporación al 
proyecto, la justificación técnica de su necesidad.

3. a Para llevar a cabo, cuando proceda, la utilización de 
la provisión será preciso tramitar el oportuno expediente, que 
deberá ser iniciado de oficio a instancia de la dirección facul­
tativa de las obras, fundada en los supuestos determinantes de 
la utilización de dicha provisión e informada por la correspon­
diente oficina de supervisión.

Será requisito básico para la aprobación de dicho expedien­
te que el gasto concreto que implique la utilización no rebase 
el importe del crédito contraído para realizar la provisión.

La aprobación de dicho expediente compete a la misma 
autoridad que aprobó el expediente original.

4. a Guando la ejecución de las obras ponga en evidencia 
que la provisión es innecesaria, podrá acordarse la descon­
tracción total o parcial del crédito afectado a dicha posible 
atención del proyecto de que se trate, pero en tal supuesto no 
podrá ser nuevamente contraído en favor de dicha obra para 
la expresada finalidad.

5. a La utilización de la provisión supondrá un aumento en 
el plazo establecido del mismo tanto por ciento que el que 
represente su importe sobre el total del contrato.
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Sección 2.a Del replanteo y de los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares

Art. 81. Una vez aprobado el proyecto se procederá, a efec­
tuar el replanteo de la obra (artículo 24 L. C. E.).

Este se efectuará por el Servicio correspondiente y tiene por 
objeto comprobar la realidad geométrica de la misma, la dis­
ponibilidad de los terrenos precisa para su normal ejecución 
y la de cuantos Supuestos figuren en el proyecto aprobado y 
sean básicos para el contrato a celebrar.

A tales efectos se unirá certificación acreditativa bajo la 
personal responsabilidad del Jefe del Servicio correspondiente, 
de la plena posesión y de la disposición real de los terrenos 
necesarios para la normal ejecución del contrato, así como 
la viabilidad del proyecto. Sin la unión de esta certificación 
no podrá, en manera alguna, continuar la tramitación del ex­
pediente^

Art. 82. Los pliegos de cláusulas administrativas particula­
res serán redactados por el Servicio competente y deberán con­
tener los siguientes extremos:

1. Definición del objeto del contrato, con referencia al pro­
yecto de que se trate, y mención expresa de los documentos del 
mismo que revistan carácter contractual. Obligatoriamente ten­
drán este carácter los planos, el pliego de prescripciones téc­
nicas y los cuadros de precios.

2. Presupuesto formulado por la Administración, con la ex­
cepción prevista en los aparcados 1) y 2) del artículo 113 y su 
distribución en anualidades, en su caso.

3. Constancia expresa de la existencia de los créditos pre­
cisos para atender a las obligaciones económicas que se de­
riven para la Administración por el cumplimiento del contrato 
o mención de su especial circunstancia si se trata del caso 
previsto en el artículo 88.

4. Plazo total de ejecución del contrato e indicación de los 
plazos parciales correspondientes si la Administración estima 
oportuno establecer estos últimos o referencia de si se fijarán 
en la aprobación del programa de trabajo, señalando, en su 
caso, cuáles darán motivo a las recepciones parciales provi­
sionales a que se refiere el artículo 170.

5. Derechos y obligaciones específicas de las partes del con­
trato con especial referencia al régimen de pagos.

6. Causas especiales de resolución del contrato.
7. Especial mención de las penalidades administrativas que 

sean de aplicación en cumplimiento de lo establecido en el ar­
tículo 138 de este Reglamento, así como de las que excepcio­
nalmente puedan establecerse.

8. Plazo de garantía que ha de mediar entre la recepción 
provisional y definitiva de las obras objeto del contrato.

9. Cláusula de revisión del precio estipulado, en su caso, 
y cualesquiera otras que la Administración estime oportuno in­
cluir, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 4 de este 
Reglamento.

10. Indicación, en su caso, de aquellas cláusulas adminis­
trativas o prescripciones técnicas de los pliegos que puedan 
ser modificadas por las ofertas de los licitadores y límites de 
dichas modificaciones.

11. Forma de adjudicación del contrato, expresando las ba­
ses por las que ha de regirse la licitación, cuando ésta sea 
procedente, clasificación que haya de ostentar el empresario y 
garantías provisionales y definitivas a prestar por los contra­
tistas.

12. Expresa sumisión a la legislación de contratos del Es­
tado y al pliego de cláusulas administrativas generales aplica­
bles, con especial referencia, en su caso, a las derogaciones 
de que haya sido objeto dicho pliego, con arreglo al artículo 38 
de este Reglamento.

13. Los restantes datos y circunstancias que se exijan para 
cada caso por otros preceptos de este Reglamento.

Los Departamentos ministeriales podrán establecer modelos- 
tipo de pliegos de cláusulas administrativas particulares de ge­
neral aplicación a los contratos de naturaleza análoga, que 
deberán ser informados previamente por la Asesoría Jurídica. 
En estos supuestos, el informe previsto en el artículo 83 se 
entenderá cumplido con el emitido respecto a este modelo- 
tipo.

En todo caso, el informe de la Asesoría Jurídica será eva­
cuado en el plazo máximo de diez días.

Sección 3.a De los expedientes de contratación
Art. 83. Realizado el replanteo de la obra, se iniciará el 

expediente por acuerdo del órgano de contratación, debiendo 
incorporarse al mismo, en todo caso, el pliego de cláusulas 
administrativas particulares que haya de regir en el contrato, 
el certificado de existencia del crédito y los informes de la Ase­

soría Jurídica y de la Intervención del Estado (artículo 24 
L. C. E.).

También se unirá el acta de replanteo y la certificación 
prevenida en el artículo 81.

Art. 84. Los expedientes de contratación se tramitarán por 
el órgano de contratación con economía, celeridad y eficacia, 
y deberán contener, como mínimo, los documentos que a con­
tinuación se expresan:

a) Resolución aprobatoria del proyecto e informe de la 
Oficina de Supervisión.

b) Certificación Sobre la viabilidad del proyecto y disponi­
bilidad de los terrenos necesarios para el normal desarrollo 
del contrato con base en el resultado del replanteo previo de 
la obra, así como el acta donde éste conste.

c) Pliego de cláusulas administrativas particulares infor­
mado por la Asesoría Jurídica en la forma que expresan los 
artículos 81 y 82 del presente Reglamento.

d) Certificado de existencia de crédito presupuestario expe­
dido por la Oficina de Contabilidad competente.

En las obras cuya financiación haya de realizarse con apor­
taciones de distintas procedencias, además de las presupuesta­
rias deberá acreditarse en el expediente la plena disponibi­
lidad de todas aquéllas mediante los documentos vinculantes 
que según los casos resulten oportunos. Deberá figurar igual­
mente el orden de abono de las distintas aportaciones, de tal 
forma que el crédito presupuestario del Estado no sea el pri­
mero en utilizarse, salvo casos muy justificados.

Los mayores gastos de la obra sobre el presupuesto de ad­
judicación se abonarán en proporción a las respectivas apor­
taciones, salvo que otra cosa se haya establecido.

El órgano de contratación velará cerca de los otros entes 
cofinanciadores para que el adjudicatario perciba íntegramen­
te el precio del contrato, así como sus adicionales y revi­
siones.

e) Intervención crítica del gasto, de acuerdo con los artícu­
los 87 y 88 y demás disposiciones que sean aplicables, o emi­
tida por el órgano competente de la Intervención General del 
Estado.

Art. 85. El expediente de contratación terminará mediante 
resolución motivada del órgano de contratación competente, 
aprobando el pliego de cláusulas administrativas particulares y 
la apertura del procedimiento de adjudicación.

Salvo que las normas de desconcentración establezcan otra 
cosa, y sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 21 de este 
Reglamento, la resolución aprobatoria del expediente de con­
tratación comprenderá también la aprobación del gasto (ar­
tículo 24 L. C. E.).

Si no constaren en el expediente todos los documentos re­
señados en el artículo 84, y señaladamente la certificación pre­
venida en el artículo 81, no se podrá, en manera alguna, so 
pena de incurrir en responsabilidad, acordar ni autorizar la 
apertura del procedimiento de adjudicación ni la contratación 
en su caso.

Art. 86. Los expedientes de contratación podrán ser de tres 
clases:

1. De tramitación ordinaria.
2. De tramitación urgente para les obras que revistan este 

carácter.
3. De régimen, excepcional para las obras de emergencia 

(artículo 25 L. C. E.).

Art. 87. La fiscalización del gasto a que están sujetos los 
expedientes de contratación de tramitación ordinaria deberá 
ser evacuada por la Intervención del Estado dentro de los 
quince días siguientes a la fecha de entrada en la oficina 
correspondiente.

Art. 88. En los supuestos de contratos autorizados por los 
apartados 1, 2 y 3 del artículo 113 de este Reglamento hasta 
que se conozca el importe y condiciones del contrato, según 
la oferta seleccionada, no se procederá a la contracción del cré­
dito preciso, a la fiscalización del gasto correspondiente y a su 
aprobación, circunstancias que serán recogidas en el corres­
pondiente pliego de cláusulas.

Art. 89. Cuando los expedientes de contratación se ultimen, 
incluso con la adjudicación del contrato y su formalización 
correspondiente, y las obras deban iniciarse en el ejercicio 
siguiente, será preciso que se haya hecho constar en el expe­
diente la retención de crédito suficiente para ello.

Si se establecieran otros condicionamientos deberán indi­
carse expresamente en el pliego de cláusulas.

Art. 90. Podrán ser objeto de tramitación urgente los expe­
dientes que se refieran a obras de reconocida necesidad o cuya



adjudicación convenga acelerar por razones de interés público. 
A tales efectos, el expediente de contratación deberá contener 
la declaración de urgencia, debidamente razonada, acordada por 
Orden ministerial.

Los expedientes calificados de urgentes gozarán para su des­
pacho de las siguientes excepciones:

1. Preferencia para su despacho por los distintos Organos 
administrativos, fiscalizadores y asesores que participen en la 
tramitación previa, que dispondrán de un plazo máximo y pre- 
clusivo de cinco días para emitir los respectivos informes, sin 
perjuicio de la posible anulación del acto cuando se hubiera 
producido por infracción del ordenamiento jurídico.

Cuando la complejidad del expediente o cualquier otra cau­
sa igualmente justificada lo haga indispensable, los órganos 
administrativos fiscalizadores y censores lo pondrán en cono­
cimiento de la Autoridad que hubiere declarado la urgencia. 
En tal caso, el plazo quedará prorrogado por la nueva comu­
nicación a diez días.

2. Acordada la celebración del contrato, se reducirán a la
mitad los términos previstos en esta legislación para la licita­
ción y adjudicación de las obras, cualquiera que sea la forma 
de contratación que proceda. 

3. El replanteo y comienzo de las obras podrá realizarse 
a partir de la aprobación del contrato, aunque no se haya 
formalizado el correspondiente documento público.

Podrán acogerse a la tramitación de urgencia, sin previa 
declaración al efecto, los contratos de cuantía inferior a cin­
co millones de pesetas (artículos 26 L. C. E.).

Art. 91. Cuando la Administración tenga que acometer obras 
de emergencia, a causa de acontecimientos catastróficos, situa­
ciones que supongan grave peligro o necesidades que afecten 
directamente a la Defensa Nacional, se estará al siguiente 
régimen excepcional:

1. El órgano de contratación competente, sin necesidad 
de tramitar expediente previo, podrá ordenar la directa ejecu­
ción de las obras indispensables o contratarlas libremente en 
todo o en parle, sin sujetarse a los requisitos formales esta­
blecidos en la presente legislación. Del acuerdo correspondien­
te se dará cuenta inmediata al Consejo de Ministros.

2. Simultáneamente, por el Ministerio de Hacienda, en ex- 
pediente sumarísimo, se autorizará el libramiento de los fon­
dos precisos a favor del órgano de contratación para hacer 
frente a los gastos, con el carácter de a justificar.

3. Desaparecida la causa determinante a que se refiere el 
párrafo primero de este artículo, el órgano de contratación 
dará cuenta al Ministerio de Hacienda de los gastos y con­
tratos verificados a efectos de su fiscalización y ulterior apro­
bación, en su caso, por el Gobierno.

El resto de las obras que puedan ser necesarias se contra­
tará de conformidad con lo establecido en esta legislación 
(artículo 27 L. C. E.).

CAPITULO III

FORMAS DE ADJUDICACION DE LOS CONTRATOS DE OBRAS

Art. 92. Las formas de adjudicación de los contratos de 
obras serán las siguientes:

1. a Subasta.
2. a Concurso-subasta.
3. a Concurso.
4. a Contratación directa (artículo 28 L. C. E.).

Art. 93. La subasta versará sobre un tipo expresado en di­
nero, con adjudicación al oferente que, sin exceder de aquél, 
haga la proposición económicamente más ventajosa.

El concurso-subasta constará de dos actuaciones: En la pri­
mera se realizará la previa admisión de las Empresas que 
reúnan las condiciones especialmente requeridas por el pliego 
de cláusulas administrativas particulares para poder concurrir 
a la licitación, y en la segunda se hará la adjudicación a la 
que, entre las admitidas, haga la proposición económicamente 
más ventajosa, sin exceder del tipo de la licitación.

En el concurso, la adjudicación recaerá en el oferente que, 
en su conjunto, haga la proposición más ventajosa, sin atender 
exclusivamente al valor económico de la misma y sin perjuicio 
del derecho de la Administración a declararlo desierto.

En la contratación directa, el contrato será adjudicado al 
empresario libre y justificadamente elegido por la Adminis­
tración.

Art. 94. Los órganos de contratación podrán, optar entre la 
subasta y el concurso-subasta, como formas de adjudicación,

cuando se trate de proyectos de obras muy definidos y de 
ejecución sencilla, cuya cuantía sea inferior a veinticinco mi­
llones de pesetas. Si los proyectos de obras no reúnen los 
expresados requisitos o su presupuesto fuere de cuantía supe­
rior a la indicada procederá, con carácter general, el concurso- 
subasta.

El concurso y la contratación directa serán de aplicación 
en los casos determinados por la presente legislación (ar­
tículo 28 L. C. E.).

Sección 1.a De las subastas

Art. 95. Las subastas se anunciarán en el «Boletín Oficial 
del Estado» con una antelación mínima de veinte días hábiles 
a aquel en que haya de terminar el plazo para la presentación 
de las proposiciones. Si la subasta tuviese carácter interna­
cional la antelación será, al menos, de cuarenta días hábiles 
(artículo 29 L. C. E.).

Cualquier aclaración o rectificación del anuncio de subasta 
se hará pública en igual forma que éste, debiendo computarse, 
en todo caso, a partir del nuevo anuncio el plazo establecido 
para la presentación de proposiciones. Unicamente será de 
cuenta del adjudicatario de las obras la publicación, por una 
sola vez, del expresado anuncio en el «Boletín Oficial del Es­
tado», salvo que otra cosa indique el pliego de cláusulas admi­
nistrativas particulares.

Art. 96. El anuncio de la licitación deberá tener, expresado 
resumidamente, el siguiente contenido por el orden que se in­
dica:

a) Objeto y tipo de la misma.
b) Plazo de ejecución de la obra y fecha prevista para su 

iniciación.
c) Oficinas o dependencias de la Administración donde es­

tén de manifiesto el proyecto, el pliego de cláusulas adminis­
trativas particulares y demás elementos que convenga conocer 
para la mejor inteligencia del contrato.

d) Garantía provisional que se exija a los licitadores.
e) Clasificación que, en su caso, hayan de acreditar los em­

presarios para tomar parte en la subasta.
f) Referencia al modelo de proposición.
g) Plazo y lugares para la presentación de las proposiciones 

y día, hora y lugar en que haya de celebrarse la licitación, 
teniendo en cuenta la conveniencia de dejar un plazo entre 
ambos, para la subsanación de posibles defectos en la docu­
mentación presentada.

h) Documentos que deben presentar los licitadores.

Art. 97. Las proposiciones se sujetarán al modelo que se 
establezca en el anuncio de la licitación, y su presentación, bajo 
sobre cerrado, en la oficina que en el mismo se indique, pre­
sume la aceptación incondicionada por el empresario de las 
cláusulas del pliego y la declaración responsable de que reúne 
todas y cada una de las condiciones exigidas para contratar 
con la Administración. Deberán ir acompañadas obligatoriamen­
te, en sobre aparte, de los siguientes documentos:

1. Los que acrediten la personalidad del empresario.
2. El resguardo acreditativo de la fianza provisional.
3. Los que acrediten la clasificación del contratista, en su 

caso.
4. El carnet de Empresa con responsabilidad en los casos 

en que preceptivamente esté establecido para la actividad corres­
pondiente.

Cuando sea necesaria la presentación de otros documentos 
deberán mencionarse expresamente en el anuncio, y el adju­
dicatario podrá presentarlos en cualquier momento anterior a 
la formalizaron del contrato, salvo que en dicho anuncio se 
disponga lo contrario (artículo 29 L. C. E.).

Si el adjudicatario no presentase los documentos expresados 
en el párrafo anterior se acordará la anulación de la adjudi­
cación y la pérdida, de la fianza provisional. El órgano de 
contratación procederá seguidamente a la adjudicación del con­
trato al licitador que sea el mejor postor, en su caso.

Art. 98. Los que acudan a la licitación en representación de 
otros lo acreditarán en la forma establecida en el artículo 25 del 
presente Reglamento.

Para los contratistas clasificados se estará, en cuanto a la 
exigencia de documentos, a lo señalado en el artículo 312.

Art. 99. Los sobres que han de presentarse estarán cerra­
dos y firmados por el licitador o persona que le represente; 
uno de ellos contendrá exclusivamente la proposición econó­
mica, ajustada al modelo inserto en el anuncio de la subasta, 
y el otro la documentación a que se refieren los artículos an-
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teriores, haciendo constar en cada uno de ellos su respectivo 
contenido y, en ambos, el nombre del licitador. 

Cada licitador no podrá presentar más que una sola pro­
posición, cualquiera que sea el número de dependencias donde 
éstas puedan ser presentadas. Tampoco podrá suscribir nin­
guna propuesta en agrupación temporal con otras, si lo ha 
hecho individualmente. La contravención de este principio dará 
lugar a la desestimación de todas las por él presentadas.

Art. 100. Las proposiciones u ofertas contractuales habrán 
de ser entregadas a mano en las dependencias u oficinas ex­
presadas en el anuncio dentro del plazo de admisión señalado 
en el mismo. No se admitirán las enviadas por correo o cual­
quier otro procedimiento diferente del señalado, salvo que el 
anuncio de la licitación lo autorice, respetándose siempre el 
secreto de la oferta.

Las oficinas receptoras darán recibo de cada proposición en 
el que conste el nombre del licitador, la denominación de la 
obra objeto de la licitación y el día y hora de la presentación. 
Una vez entregada una proposición no podrá ser retirada bajo 
ningún pretexto.

Terminado el plazo de recepción, los Jefes de las oficinas 
receptoras expedirán certificación relacionada de las proposicio­
nes recibidas o de la ausencia de licitadores, en su caso, la 
que juntamente con aquéllas remitirán al Secretario de la Mesa 
de contratación.

Art. 101. La Mesa de contratación calificará previamente los 
documentos presentados en tiempo y forma y procederá en 
acto público a la apertura de las proposiciones admitidas (ar­
tículo 31 L. C. E.).

A los efectos de la expresada calificación, el Presidente orde­
nará la apertura de los sobres, con exclusión del relativo a la 
proposición económica, y el Secretario certificará la relación 
de documentos que figuren en cada uno de ellos. Si la Mesa 
observare defectos materiales en la documentación presentada 
podrá conceder, si lo estima conveniente, un plazo no superior 
a tres días para que el licitador subsane el error.

En el lugar, día y hora señalados en el anuncio' de la licita­
ción tendrá lugar el acto de apertura de las proposiciones eco­
nómicas, constituyéndose a estos . efectos la Mesa de contra­
tación.

Art. 102. Las Mesas de contratación estarán integradas del 
siguiente modo:

1. Un Presidente, designado por el Ministro.
2. Hasta dos Vocales nombrados por el Jefe del Servicio

a que el contrato se refiera. 
3. Un Asesor jurídico en los Ministerios militares, un fun­

cionario del Cuerpo de Letrados en el Ministerio de Justicia 
y un Abogado del Estado en los demás Departamentos.

4. Un Delegado de la Intervención General del Estado.
5. Un Secretario designado entre los funcionarios adminis­

trativos del Departamento (artículo 33 L. C. E.).

El Secretario será designado por el Presidente de la Mesa 
de contratación. En los Departamentos militares, la designación 
recaerá en un Jefe u Oficial de cualquier Cuerpo o Arma 
perteneciente a aquéllos, salvo que normas orgánicas atribuyan 
este cargo a funcionarios determinados.

Art. 103. Comenzará el acto de apertura de proposiciones 
económicas dándose lectura al anuncio de la subasta y prece­
diéndose seguidamente al recuento de las proposiciones' presen­
tadas y a su confrontación con los datos que figuren en los 
certificados extendidos por los Jefes de las oficinas receptoras 
de las mismas, hecho lo cual se dará conocimiento al público 
del número de proposiciones recibidas y nombre de los licitado- 
res, dando ocasión a los interesados para que puedan compro­
bar que los sobres que contienen las ofertas se encuentran en 
la Mesa y en Idénticas condiciones en que fueren entregados.

A continuación el Presidente notificará el resultado de la 
calificación de los documentos presentados a que se refiere el 
artículo 101, con expresión de las proposiciones rechazadas y 
causa de su inadmisión y de las proposiciones admitidas.

En caso de discrepancia entre las proposiciones que obren 
en poder de la Mesa y las que come presentadas se deduzcan 
de las certificaciones de que dispone la misma, o que se pre­
senten dudas sobre las condiciones de secreto en que han 
debido ser custodiadas, se suspenderá el acto y se realizarán 
urgentemente las investigaciones oportunas sobre lo sucedido, 
volviéndose a anunciar nuevamente una vez que todo haya 
quedado aclarado en la debida forma.

Art. 104. Antes de la apertura de la primera proposición 
económica se invitará a los asistentes a que manifiesten las 
dudas que se les ofrezcan o pidan las explicaciones que estimen

necesarias, procediéndose por la Mesa a las aclaraciones y con­
testaciones pertinentes, pero sin que en este momento pueda 
aquélla hacerse cargo de documentos que no hubiesen sido en­
tregados durante el plazo de admisión de ofertas, o el de 
subsanación de defectos a que se refiere el artículo 101.

Terminado este período no se admitirán observaciones que 
interrúmpan el acto. 

Art. 105. Si alguna proposición económica careciera de con­
cordancia con la documentación examinada y admitida, exce­
diese del tipo de subasta, variara sustancialmente el modelo 
establecido o comportase error manifiesto en el importe del 
remate, será desechada por la Mesa. Por el contrario, el cambio 
u omisión de algunas palabras del modelo, con tal de que lo uno 
o la otra no alteren su sentido, no será causa bastante para no 
admitir la proposición.

Tampoco será causa de desestimación la falta o insuficiencia 
de reintegro en los documentos sujetos a este impuesto, defecto 
que de no ser subsanado por el interesado lo será de oficio con 
cargo a la fianza provisional del-licitador.

Si se presentaran dos o más proposiciones iguales qué resul­
tasen ser las más ventajosas, se decidirá la adjudicación entre 
éstas mediante sorteo.

Art. 106. Cuando las circunstancias lo exijan a juicio del 
Ministro del Departamento correspondiente podrá consignarse el 
presupuesto del proyecto en un sobre cerrado y sellado por la 
Autoridad que acuerde la subasta, cuyo sobre se entregará al 
Presidente de la Mesa de contratación para que, después de 
leídas las proposiciones presentadas se proceda a su apertura 
y a la adjudicación provisional de la obra, de conformidad con 
lo establecido en el artículo siguiente (artículo 30 L. C. E.).

Art. 107. La Mesa de contratación acordará la adjudicación 
provisional del contrato al mejor postor.

La adjudicación provisional no crea derecho alguno en favor 
del adjudicatario, que no los adquirirá frente a la Administra­
ción mientras esta adjudicación no tenga carácter definitivo 
por haber sido aprobada por la Autoridad competente (artícu­
lo 31 L. C. E.).

No podrá acordarse la adjudicación provisional sin que la 
Mesa se cerciore, y lo haga constar así expresamente en el acta, 
de que en el expediente constan todos los documentos a que 
se refiere el artículo 84.

Art. 108. Efectuada la adjudicación provisional se invitará 
a los licitadores asistentes a que expongan cuantas reclamacio­
nes o reservas estimen oportunas contra el acto celebrado, y fi­
nalmente se levantará acta que recoja sucinta, pero fielmente, 
todo lo sucedido. El acta será firmada, al menos, por el Presi­
dente y Secretario de la Mesa de contratación y por los que 
hubiesen hecho presente sus reclamaciones o reservas.

Todas las proposiciones económicas presentadas, tanto las 
declaradas admitidas como las rechazadas sin abrir o las deses­
timadas una vez abiertas, serán archivadas en su expediente 
correspondiente. La documentación que acompaña a las propo­
siciones económicas quedará a disposición de los interesados, 
que podrán recogerla por sí o por un representante suyo en la 
misma oficina donde fueron entregadas. Se exceptúa de esta 
devolución el documento acreditativo de la constitución de la 
garantía provisional por parte del adjudicatario, que quedará 
retenido a los efectos señalados en el artículo 120 de este Re­
glamento. Cuando en opinión de la Mesa de contratación se dé 
el supuesto a que se refiere el apartado b) del artículo 109, po­
drá acordar que la garantía provisional del mejor postor, no in­
curso en temeridad, quede también retenida a resultas de la 
decisión que se adopte.

Asimismo en el caso de que se formulen protestas y recla­
maciones sobre los documentos o proposiciones presentadas, se 
retendrán las que sean objeto de aquéllas, así como las propo­
siciones y el resguardo de la fianza. Todo ello con objeto de 
que, formulada por escrito la reclamación ante el órgano con­
tratante, tenga éste los elementos y datos suficientes para re­
solver el procedimiento.

Art. 109. La aprobación o adjudicación definitiva por la 
Autoridad competente perfeccionará el contrato de obras defe­
rido mediante subasta. Dicha aprobación deberá recaer dentro 
del plazo de los veinte días siguientes a la fecha de la adjudi­
cación provisional. En caso contrario, el licitador interesado po­
drá retirar su proposición y la fianza que hubiese prestado.

La adjudicación definitiva confirmará la provisional, excepto 
en los siguientes casos:

a) Cuando la Mesa de contratación haya verificado la adju­
dicación provisional con infracción del ordenamiento jurídico. 
En tal caso será preceptivo ,el dictamen previo de la Asesoría 
Jurídica del Departamento.
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b) Cuando la Autoridad que haya de otorgar la aprobación 
presuma fundadamente, previo informe preceptivo de la Junta 
Consultiva de Contratación Administrativa, que la proposición 
no puede ser normalmente cumplida como consecuencia de ba­
jas desproporcionadas o temerarias.

Cuando no se confirme la adjudicación provisional en el caso 
del apartado a), la subasta será declarada desierta. En el su­
puesto del apartado b), se adjudicará el contrato al licitador 
que, no estando incurso en presunción de temeridad, sea el 
mejor postor, salvo que el órgano de contratación considere más 
conveniente anunciar nueva licitación (artículo 32 L. C. EJ.

Señaladamente, se denegará la adjudicación definitiva, por 
infracción del ordenamiento jurídico, cuando resulte incumplido 
en el expediente lo prevenido en el artículo 85 sobre el acta de 
replanteo y sobre la certificación relativa a la posesión y dis­
ponibilidad de los terrenos y a la viabilidad de la ejecución de 
las obras.

Se considerará, en principio, como desproporcionada o teme­
raria, la baja de toda proposición cuyo porcentaje exceda en 
diez unidades, por lo menos, a la media aritmética de los por­
centajes de baja de todas las proposiciones presentadas, sin per­
juicio de la facultad del órgano de contratación de apreciar, no 
obstante, previos los informes adecuados, y la audiencia del 
adjudicatario, como susceptible de normal cumplimiento las 
respectivas proposiciones.

Sección 2.a De los concursos-subastas

Art. 110. Para la adjudicación de contratos por el procedi­
miento de concurso-subasta, las Empresas interesadas deberán 
ser previamente admitidas a la subasta por el órgano de con­
tratación correspondiente.

A este efecto, dicho órgano establecerá, en el correspon­
diente pliego de cláusulas administrativas particulares, los cri­
terios objetivos que hayan de regular la admisión previa. Los 
documentos justificativos que se exijan para dicha admisión se 
acompañarán en sobre independiente a la proposición y docu­
mentación a que se refiere el artículo 99 de este Reglamento.

A la vista de los referidos documentos justificativos, el ór­
gano de contratación resolverá sobre la admisión previa de los 
empresarios a la subasta.

Los criterios objetivos precisarán suficientemente los requisi­
tos que hayan de reunir los empresarios para su admisión pre­
via, justificando en el expediente la procedencia de los mismos, 
y atenderán, entre otros, a factores tales como la experiencia 
en modernas tecnologías vinculadas al tipo de obra; la correcta 
programación de las obras en cuestión según diagramas de 
tiempos, actividades y previsiones de costes; el plan de dispo­
sitivos e instalaciones disponibles en orden a la adecuada or­
ganización y ejecución del proceso constructivo, o a otros fac­
tores análogos que permitan criterios seguros de selección.

Art. 111. Los concursos-subastas se anunciarán en el «Bole­
tín Oficial del Estado» con una antelación mínima de veinte 
días hábiles a aquel en que haya de terminar el plazo para 
la presentación de la documentación exigida. Si tuvieran ca­
rácter internacional la antelación será al menos de cuarenta 
días hábiles.

La admisión previa de los empresarios deberá ser resuelta 
mediante resolución motivada en un plazo no superior a los 
seis días, contados a partir del día siguiente a la terminación 
del plazo de presentación de proposiciones. Esta admisión pre­
via no prejuzga el resultado de la admisión definitiva, que sólo 
tendrá lugar por la Mesa de contratación una vez examinados 
por ella los documentos a que se refieren los artículos 97 y 98.

Art. 112. El Presidente de la Mesa de contratación, en el 
acto público de adjudicación provisional, notificará el resultado 
de la admisión a las Empresas intervinientes, y seguidamente 
la Mesa acordará la adjudicación provisional al mejor postor 
de los admitidos, de acuerdo con las normas de aplicación al 
procedimiento de subastas (artículo 34 L. C. E.).

Serán de aplicación al concurso-subasta los preceptos rela­
tivos a la subasta excepto en lo que sea exclusivamente aplica­
ble a esta forma de adjudicación.

Sección 3.a De los concursos

Art. 113. Se celebrarán mediante concurso los contratos si­
guientes:

1. Aquellos en que no sea posible la fijación previa de un 
presupuesto definitivo.

2. Los que se refieran a la ejecución de obras cuyos pro­
yectos o prescripciones técnicas no hayan podido ser establecidos 
previamente por la Administración y cuyos anteproyectos deban 
presentar los licitadores.

3. Cuando el órgano de contratación considere que el pro­
yecto aprobado por la Administración es susceptible de ser me­
jorado por otras soluciones técnicas, a proponer por los lici­
tadores.

4. Aquellos para la realización de los cuales facilite la 
Administración materiales o medios auxiliares cuya buena utili­
zación exija garantías especiales por parte de los contratistas.

5. Los relativos a obras de tecnología especialmente avan­
zada o cuya ejecución sea particularmente compleja, siempre, 
que la anualidad media sea superior, en ambos casos, a 100 mi­
llones de pesetas.

Si el órgano de contratación considera conveniente, en los 
supuestos anteriores, la admisión previa de los licitadores al 
concurso, se denominará este procedimiento concurso restrin­
gido y será de aplicación a aquélla lo dispuesto en los párrafos 
segundo y tercero del artículo 110 de este Reglamento (artícu­
lo 35 L. C. E.).

Se entenderá por anualidad media el resultado de multiplicar 
por 12 el cociente entre el presupuesto de la obra y el plazo 
de ejecución calculado en meses.

Art. 114. Los preceptos relativos a la celebración de la su­
basta regirán también para el concurso excepto en lo que sea 
exclusivamente aplicable a aquella forma de adjudicación (ar­
tículo 30 L. C. E).

En especial no es de aplicación a los concursos los preceptos 
que para las subastas se establecen en el tercer párrafo del 
artículo 105 y en los artículos 107 y 109, entendiéndose con ca­
rácter general que los restantes quedan modificados por lo 
que específicamente se señala en los artículos que siguen.

Art. 115. En los pliegos de cláusulas de los concursos se 
precisarán los criterios básicos a tener en cuenta para realizar 
la adjudicación del contrato.

Los licitadores en el concurso podrán introducir en sus pro- 
posiciones las modificaciones que puedan hacerlas más con­
venientes para la realización del objeto del contrato, dentro 
de los límites que señale expresamente el pliego de cláusulas 
administrativas (artículo 30 L. C. E).

Cada licitador no podrá presentar más que una sola pro­
posición, pero ésta puede comprender cuantas soluciones distin­
tas considere oportuno ofrecer en relación con el objeto del 
contrato. En el supuesto contemplado en el número 2 del ar­
tículo 113, los anteproyectos deberán reunir los requisitos que 
establecen los artículos 61 y siguientes del presente Reglamento, 
y se incorporarán a la proposición como parte integrante de la 
misma.

Art. 116. La Mesa de contratación, en el acto del concurso, 
procederá a la apertura de las proposiciones presentadas por los 
licitadores y las elevará, con el acta y las observaciones que 
estime pertinentes, a la Autoridad que haya de verificar la 
adjudicación del contrato.

La Administración tendrá alternativamente la facultad de 
adjudicar el contrato a la proposición más ventajosa, sin aten­
der necesariamente al valor económico de la misma, o declarar 
desierto el concurso (artículo 36 L. C. EJ.

Cuando las proposiciones se refieran a la ejecución de ,obras 
cuyos proyectos no hayan sido previamente establecidos por la 
Administración o contengan modificaciones sobre el aprobado 
por ésta, será preceptivo el informe de la Oficina de Supervi­
sión de Proyectos del Departamento correspondiente previamente 
a la adjudicación del contrato.

Transcurridos tres meses desde la fecha de apertura de 
las proposiciones sin que la Administración hubiese dictado 
acuerdo resolutorio del concurso, y salvo que en las bases del 
mismo se hubiera establecido otro plazo mayor, podrán los 
licitadores que lo deseen retirar sus ofertas, así como las fian­
zas depositadas como garantía de las mismas.

Sección 4.a De la contratación directa

Art. 117. La-contratación directa sólo podrá acordarse por el 
órgano de contratación respecto de las siguientes clases de 
obras:

1. Aquellas en que no sea posible promover concurrencia 
en la oferta o en que por circunstancias excepcionales, que ha­
brán de justificarse en el expediente, no convenga promo­
verla.

2. Las de reconocida urgencia, surgida como consecuencia 
de necesidades apremiantes que demandaran una pronta eje­
cución, que no pueda lograrse por medio de la tramitación 
urgente regulada en el artículo 26 de la Ley y 90 de este 
Reglamento, previa justificación razonada en el expediente y 
acuerdo del Jefe del Departamento.



3. Las de presupuesto inferior a cinco millones de pesetas.
4. Las que sean declaradas de notorio carácter artístico con 

arreglo al dictamen de Organismos competentes.
5. Aquellas que, por afectar a la seguridad del Estado, pre­

cisen garantías especiales, o cuyo expediente haya sido de­
clarado secreto y no puedan realizarse directamente por la 
Administración.

6. Las de instalación y montaje de los aparatos de faro y de 
todas las señales de navegación y, en general, la instalación 
de instrumentos de control que exijan una gran precisión y 
seguridad.

7. Las que no llegaran a adjudicarse por falta de lidiadores 
o porque las proposiciones presentadas no se hayan declarado 
admisibles, siempre que la adjudicación directa se acuerde en 
las mismas condiciones y precio no superior a los que hayan 
sido objeto de licitación.

8. Cuando el adjudicatario no cumpla las condiciones nece­
sarias para llevar a cabo la formalización del contrato, siempre 
que la adjudicación directa se acuerde en las mismas condicio­
nes y precio no superior a los que hayan sido, objeto de li­
citación.

9. Los que tengan por finalidad continuar la ejecución de 
obras cuyos contratos hayan sido resueltos, con los mismos 
requisitos del apartado anterior, sin perjuicio de la aplicación, 
en su caso, del apartado 2 de este mismo artículo.

10. Las que tengan por objeto el ensayo o experimenta­
ción.

11. Las de interés militar que puedan ser ejecutadas direc­
tamente por Organismos autónomos de carácter industrial, 
suficientemente aptos para la realización de la obra proyec­
tada (artículo 37 L. C. E.).

Art. 118. Excepto en los supuestos de los apartados 1 y 5 
del artículo anterior, el órgano de contratación deberá consul­
tar, antes de realizar la adjudicación, al menos a tres Empresas, 
si ello es posible, capacitadas para la ejecución de las obras, 
y fijar con la seleccionada el precio justo del contrato, dejando 
constancia de todo ello en el expediente artículo 37 L. C. E.).

Cuando se trate de obras de alto interés militar, la consulta 
se realizará en la forma que estime conveniente el órgano de 
contratación.

Estas consultas pueden también realizarse, si lo estima con­
veniente el órgano de contratación, mediante anuncio público, 
o de la forma que establezca con carácter general el Departa­
mento ministerial correspondiente.

La adjudicación no podrá tener lugar, en ningún caso, por 
importe superior al presupuesto previamente aprobado conforme 
al proyecto de la obra.

Sección 5.a De la publicidad de las adjudicaciones

Art. 119. La adjudicación del contrato, cualquiera que sea 
el procedimiento seguido al efecto, deberá publicarse en el 
«Boletín Oficial del Estado» una vez que sea aprobado por la 
Autoridad competente.

Quedan exceptuados de esta prevención los contratos cuyo 
importe sea inferior a cinco millones de pesetas y los de ca­
rácter reservado (artículo 38 L. C. E.).

La adjudicación será notificada en todos los casos directa­
mente al adjudicatario. Para los restantes licitadores intere­
sados en el procedimiento, hará las veces de notificación la 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado», y cuando ésta no 
tenga lugar, la Administración pondrá en conocimiento de ellos 
la resolución adoptada.

La publicación de la adjudicación del contrato en el «Boletín 
Oficial del Estado», a que se refiere el presente artículo, tiene 
la consideración de anuncio oficial y su inserción será obli­
gatoria y gratuita.

CAPITULO IV

FORMALIZACION DEL CONTRATO DE OBRAS

Art. 120. El contrato de obras, cualquiera que sea la forma 
de adjudicación, se formalizará en todo caso dentro de los 
treinta días siguientes a su aprobación.

Cuando por causas imputables al empresario no pudiese 
formalizarse el contrato, la Administración acordará la reso­
lución del mismo, previa audiencia del interesado y con in­
cautación de la fianza provisional (artículo 39 L. C. E.).

Si las causas fueran imputables a la Administración, am­
pliará ésta el plazo señalado en el mismo tiempo que resultare 
perdido como consecuencia de la causa de que se trate, indem­
nizando al contratista los daños que esta demora le pueda 
ocasionar.

Art. 121. El documento en que se formalice el contrato de 
obras será, según los casos, notarial o administrativo.

Deberán formalizarse en escritura pública los contratos si­
guientes:

1. ° Los que hayan de anotarse o inscribirse en algún re­
gistro que exija el cumplimiento de este requisito.

2. ° Aquellos cuyo precio sea superior a dos millones qui­
nientas mil pesetas.

3. ° Cuando la Administración o el contratista lo soliciten.

Los demás contratos se formalizarán en documento admi­
nistrativo (artículo 40 L. C. E.).

Los Departamentos ministeriales podrán obtener, con los trá­
mites que la legislación notarial establezca, la adscripción tem­
poral de uno o más Notarios que queden encargados de auto­
rizar los documentos en que aquéllos intervengan.

Art. 122. El documento notarial o administrativo, según los 
casos, deberá contener los siguientes requisitos:

1. Autoridad y empresarios intervinientes, con referencia a 
su competencia y capacidad jurídica, respectivamente.

2. Los antecedentes administrativos del contrato siguientes:

a) Fecha de aprobación técnica del proyecto de las obras, de 
la contracción del gasto y de su fiscalización previa.

b) Copia de la disposición administrativa que autorizó la 
celebración del contrato y de la Orden de su adjudicación defi­
nitiva.

3. Definición de la obra que haya de ejecutarse, con referen­
cia al proyecto correspondiente, y mención expresa de los docu­
mentos del mismo que obligarán al contratista en la ejecución 
de aquélla.

4. Precio cierto que ha de abonar la Administración con 
expresión del régimen de pagos previsto.

5. Plazo total de ejecución de la obra y, en su caso, los 
plazos parciales que se establezcan y el especial para la com­
probación del replanteo y el de garantía.

8. Fianza prestada por el contratista y garantías a prestar 
por el mismo, en su caso, durante el desarrollo del contrato.

7. Las cláusulas que sean consecuencia de las modificacio­
nes válidamente propuestas por el adjudicatario en su oferta y 
que hayan sido aceptadas por la Administración.

8. Indicación de si el pliego de cláusulas administrativas 
particulares contiene cláusula de revisión del precio estipulado 
y de penalidades administrativas de especial aplicación.

9. Conformidad del contratista al pliego de cláusulas admi­
nistrativas particulares, del que se hará constar la oportuna 
referencia.

10. Sumisión expresa del contratista a los preceptos de este 
Reglamento y al pliego de cláusulas generales pertinente en lo 
que no esté expresamente derogado por el pliego que contenga 
las particulares.

Al documento público se unirá como anexo un ejemplar del 
pliego de cláusulas administrativas particulares, que será fir­
mado por el adjudicatario y, según los casos, protocolizado o 
archivado.

Se autoriza al Ministro de Hacienda para establecer modelos 
oficiales a los que deben sujetarse los documentos administra­
tivos para la formalización de los contratos de obras.

Art. 123. El documento administrativo será suscrito por la 
Autoridad competente y el contratista, previo examen por la 
Asesoría Jurídica y demás asesoramientos reglamentarios, salvo 
cuando se ajuste a un modelo-tipo informado favorablemente 
por ella para ser aplicado con carácter general.

El documento administrativo se incorporará al expediente, y 
cuando lo sea notarial se incorporará una copia autorizada del 
mismo. 

Simultáneamente con la formalización del contrato, el adju­
dicatario firmará su conformidad en aquellos documentos del 
proyecto de las obras que revistan carácter contractual por 
mención expresa en el pliego de cláusulas administrativas par- 
ticulares. El ejemplar del proyecto así diligenciado será custo­
diado por la Administración.

Art. 124. Una vez otorgado el documento se remitirá por me­
dio de los servicios de Intervención al Ministerio de Hacienda 
para su registro por la Junta Consultiva de Contratación Admi­
nistrativa y posterior traslado, en su caso, al Tribunal de Cuen­
tas, de conformidad con el artículo 18 de este Reglamentó. 
La ejecución del contrato no quedará condicionada al cumpli­
miento de los requisitos establecidos por el presente artículo 
(artículo 42, L. C. E.).

La remisión del documento a la Junta Consultiva de Con­
tratación Administrativa deberá tener lugar en el plazo de trein­
ta días siguiente a su otorgamiento; a tal efecto, el Notario 
autorizante de la escritura pública deberá entregar las co-



pías del documento al órgano de contratación antes de la con­
clusión del expresado plazo.

Art. 125. La Administración no podrá contratar verbalmente 
la ejecución de obras, cualquiera que sea la cuantía de las mis­
mas, ni podrá iniciarlas sin la previa formalización del contrato 
correspondiente, excepto en los casos a que se refieren los 
artículos 90 y 91 de este Reglamento (artículo 41 L. C. E.).

Las Autoridades y funcionarios que contraten con empresa­
rios la puesta en marcha de obras sin cumplir los requisitos 
exigidos por el presente Reglamento serán personalmente res­
ponsables de los pagos derivados del negocio irregular.

CAPITULO V

.EFECTOS DEL CONTRATO DE OBRAS

Art. 126. Los efectos del contrato de obras se regularán por 
la Ley de Contratos del Estado y sus disposiciones reglamenta­
rias, así como por el pliego de cláusulas administrativas ge­
nerales en lo que no resulte éste válidamente derogado por 
las particulares del contrato (artículo 43 L. C. E).

Sección 1.a Ejecución del contrato de obras

Art. 127. La ejecución del contrato de obras comenzará con 
el acto de comprobación del replanteo, que se sujetará a las re­
glas que a continuación se indican:

A. Dentro del plazo que se consigne en el contrato, que 
no podrá ser superior a un mes de la fecha de su formaliza­
ción, salvo casos justificados, el servicio de la Administra­
ción encargado de las obras procederá en presencia del con­
tratista a efectuar la comprobación del replanteo hecho pre­
viamente a la licitación, extendiéndose acta del resultado 
que será firmada por ambas partes interesadas, remitiéndose 
un ejemplar de la misma al órgano que celebró el contrato.

B. Si el contratista no acudiere, sin causa justificada, al 
acto de la comprobación del replanteo, su ausencia se considera­
rá como incumplimiento del contrato, con las consecuencias o 
efectos prevenidos en la Ley y en este Reglamento.
 C. Si por culpa o negligencia de la Administración se 
demorare la comprobación del replanteo, y requerida aquélla 
fehacientemente por el contratista, no se llevará a efecto 
dentro del mes siguiente al requerimiento, el contratista ten­
drá derecho, que deberá ejercitar precisamente dentro de los 
treinta días siguientes a la expiración de este plazo, a que 
la Administración le indemnice con un 2 por 100 del precio de 
la adjudicación, quedando con ello «ipso iure» resuelto el con­
trato sin otras consecuencias económicas, salvo la devolución de 
la fianza al contratista.

D. Cuando el resultado de la comprobación del replanteo 
demuestre la posesión y disposición real de los terrenos, su 
idoneidad y la viabilidad del proyecto, a juicio del faculta­
tivo Director de las obras, y sin reserva por parte del con­
tratista. se dará por aquél la autorización para iniciarlas, 
haciéndose constar este extremo explícitamente en el acta ex­
tendida, de cuya autorización quedará notificado el contra­
tista por el hecho de suscribirla, y empezándose a contar 
el plazo de ejecución de las obras desde el día siguiente al de 
la firma del acta.

E. En el caso contrario, o sea, cuando no resulten acre­
ditadas las circunstancias a que se refiere el precedente pá­
rrafo o cuando el citado facultativo entienda necesario la 
modificación de las obras proyectadas o el contratista haga 
presente reservas, se hará constar en el acta que queda 
suspendida la iniciación de las obras hasta que por la Auto­
ridad u órgano que celebró el contrato se dicte la resolución 
que estime oportuna dentro de las facultades que le están con­
feridas por la legislación de contratos del Estado. En tanto 
sea dictada esta resolución, y salvo el caso en que resulten 
infundadas las reservas del contratista, quedará suspendida 
la iniciación de las obras desde el día siguiente a la, firma 
del acta, a los fines de reconocimiento de los derechos que 
cuando se produce esta situación concede el primer párrafo 
del artículo 148 de este Reglamento a los contratistas.

F. Si la suspensión de la iniciación de las obras tuvie­
ra carácter definitivo por causa imputable a la Administra­
ción, o ésta desistiere de las mismas o, en fin, dejare trans­
currir seis meses de la suspensión sin dictar y notificar al 
contratista la resolución que estime oportuna, éste tendrá 
derecho a la resolución del contrato y a percibir por todos 
los conceptos una única indemnización del 3 por 100 del precio

de la adjudicación. De este derecho deberá hacer uso el contra­
tista precisamente dentro del mes siguiente a la expiración 
del expresado plazo de seis meses.

G. Si resultaren infundadas las reservas, en su caso, 
del contratista, formuladas en el acto de comprobación del 
replanteo o, si fueren superadas las causas que impidieran 
la iniciación de las obras, se dictará acuerdo, autorizando 
el comienzo de éstas mediante acto formal, debidamente notifi­
cado al contratista. El cómputo del plazo de ejecución ae 
contará desde el día siguiente al de la notificación.

Art. 128. El contratista estará obligado a presentar un pro­
grama de trabajo en el plazo de un mes, salvo causa justificada,
 desde la notificación de la autorización para iniciar las 
obras, cuando se establezca expresamente en el pliego de cláu­
sulas administrativas particulares. Esta cláusula deberá figu­
rar siempre que la total ejecución de la obra esté prevista 
en más de una anualidad. La Administración resolverá sobre él 
dentro de los treinta días siguientes a su presentación. La 
resolución puede imponer al programa de trabajo presentado la 
introducción de modificaciones o el cumplimiento de determina­
das prescripciones, siempre que no contravengan las cláusulas 
del contrato.

El programa de trabajos especificará, dentro de la orde­
nación general de los mismos, los períodos e importes de eje­
cución de las distintas unidades de obra compatibles con los 
plazos parciales establecidos en el pliego de cláusulas admi­
nistrativas particulares para la terminación de las diferen­
tes partes fundamentales en que se haya considerado descom­
puesta la obra.

El Director de la obra podrá acordar el no dar curso a 
las certificaciones de obra hasta que el contratista haya pre­
sentado en debida forma el programa de trabajo cuando éste 
sea obligatorio, sin derecho a intereses do demora, en su caso, 
por retraso en el pago de estas certificaciones.

Art. 129. El acta de comprobación del replanteo y los plazos 
parciales que puedan fijarse al aprobar el programa de trabajo 
se entenderán como integrantes del contrato a los efectos de 
su exigibilidad.

Art.. 130. Las obras se ejecutarán con estricta sujeción a las 
cláusulas estipuladas en el contrato y al proyecto que sirve de 
base al mismo y conforme a las instrucciones que en interpre­
tación de éste diere al contratista el facultativo de la Admi­
nistración, que serán de obligado cumplimiento para aquél, siem­
pre que lo sean por escrito.

Durante el desarrollo de las obras y hasta que tenga lu­
gar la recepción definitiva, el contratista es responsable de 
las faltas que en la construcción puedan advertirse (artícu­
lo 44 L. C. E.).

Art. 131. Una vez iniciados los trabajos, cuantas incidencias 
puedan surgir entre la Administración y el contratista serán tra­
mitadas y resueltas por la primera a la mayor brevedad, adop­
tando las medidas convenientes para no alterar el ritmo de 
las obras.

A estos efectos, el órgano de la Administración que haya 
celebrado el contrato facilitará las autorizaciones y licen­
cias de su competencia que sean precisas al contratista para 
la construcción de la obra, y le prestará su apoyo en los de­
más cases.

La paralización total de las obras o la suspensión defi­
nitiva de las mismas sólo podrá verificarse por motivo grave 
y mediante acuerdo del órgano que celebró el contrato corres­
pondiente, a propuesta del facultativo competente de la Admi­
nistración.

Art. 132. La ejecución del contrato se realizará a riesgo y 
ventura del contratista y éste no tendrá derecho a indemniza­
ción por causa de pérdidas, averías o perjuicios ocasionados en 
las obras, sino en los casos de fuerza mayor. Para los efec­
tos de esta Legislación se considerarán como tales únicamen­
te las que siguen:

1. Los incendios' causados por la electricidad atmosférica.
2. Los daños causados por los terremotos y maremotos.
3. Los que provengan de los movimientos del terreno en 

que estén construidas las obras o que directamente las afecten.
4. Los destrozos ocasionados violentamente a mano arma­

da, en tiempos de guerra, sediciones populares o robos tumul­
tuosos.

5. Inundaciones catastróficas producidas como consecuen­
cia del desbordamiento de ríos o arroyos, siempre que los da­
ños no se hayan producido por la fragilidad de las defensas 
que hubiera debido construir el contratista en cumplimiento 
del contrato, y

6. Cualquier otro de efectos análogos a los anteriores, 
previo acuerdo del Consejo de Ministros (artículo 40 L. C. E.).
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Art. 133. El contratista que estimare le es de aplicación al­
guna de las excepciones establecidas en el artículo anterior 
presentará la oportuna reclamación al facultativo Director de 
las obras en el plazo de veinte días, contados desde la fecha 
final del acontecimiento, manifestando los fundamentos en que 
se apoya, los medios que haya empleado para contrarrestar sus 
efectos y la naturaleza, entidad e importe de los daños su­
fridos.

El citado facultativo comprobará seguidamente sobre el 
terreno la realidad de los hechos, y previa toma de los datos 
necesarios y de las informaciones pertinentes, procederá a la 
valoración de los daños causados, efectuando propuesta sobre 
la existencia de la causa alegada, de su relación con los per­
juicios ocasionados y, en definitiva, sobre la procedencia o 
no de indemnización.

La resolución del expediente corresponderá al órgano o 
Entidad que haya celebrado el contrato, previa audiencia del 
contratista e informé de la Asesoría Jurídica.

Art. 134. Será de cuenta del contratista indemnizar todos los 
daños que se causen a terceros como consecuencia de las opera­
ciones que requiera la ejecución de las obras.

Cuando tales perjuicios hayan sido ocasionados cómo con­
secuencia inmediata y directa de una orden de la Administra­
ción, será ésta responsable dentro de los límites señalados 
en la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado. 
También será ésta responsable de los daños que se causen a 
terceros como consecuencia de vicios de proyecto.

Las reclamaciones de los terceros se presentarán, en todo 
caso, en el término de un año, ante el órgano de contratación 
que decidirá en el acuerdo que dicte, oido el contratista, so­
bre la procedencia de aquéllas, su cuantía y la parte respon­
sable. Contra su acuerdo podrá interponerse recurso ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa.

Art. 135. En los contratos en que la Administración facilite 
al contratista materiales precisos para la obra, se considerarán 
éstos en depósito desde el momento de la entrega, siendo el con­
tratista responsable de su custodia y conservación hasta tanto 
que la obra sea recibida provisionalmente y sin perjuicio de 
que el órgano de contratación pueda fijar en el pliego de cláu­
sulas administrativas particulares las garantías que estime per­
tinentes.

tración opte por la imposición de penalidades, concederá la 
ampliación del plazo que estime resulta necesaria para la ter­
minación de las obras.

Art. 138. Sin perjuicio de que el Gobierno pueda autorizar 
otras penalidades distintas para un determinado contrato, éstas 
se graduarán con carácter general en atención al presupuesto 
total o parcial de la obra, según que el plazo incumplido sea 
el total o uno parcial de la misma, con arreglo a la siguiente 
escala:

Hasta 500.000 pesetas, 500 pesetas diarias.
De 500.001 a 1.000.000 de pesetas, 1.000 pesetas diarias.
De 1.000.001 a 5.000.000 de pesetas, 2.000 pesetas diarias.
De 5.000.001 a 10 000.000 de pesetas, 3.000 pesetas diarias.
De 10.000.001 a 25.000.000 de pesetas, 5.000 pesetas diarias.
De 25.000.001 a 100.000.000 de pesetas. 10.000 pesetas diarias.
De 100.000.001 a 250.000.000 de pesetas, 25.000 pesetas diarias.
De 250.000.001 a 500.000.000 de pesetas, 50.000 pesetas diarias.
De 500.000.001 a 750,000.000 de pesetas, 75.000 pesetas diarias.
De 750.000.001 a 1.000.000.000 de pesetas, 100.000 pesetas diarias.
De 1.000.000.001 en adelante, el 1 por 10.000 pesetas diarias.

En ningún caso, las penalidades por demora podrán exceder 
del 20 por 100 del presupuesto total de la obra, por lo que 
una vez alcanzado este límite máximo se procederá a la resolu­
ción del contrato.

Las penalidades por incumplimiento de los plazos parcia­
les no son acumulables entre sí, ni tampoco a las que pudieran 
corresponder por incumplimiento del plazo total, excepto las 
debidas a incumplimiento de plazos parciales que correspondan 
a las recepciones provisionales previstas en el artículo 170 
de este Reglamento, que quedarán firmes y definitivas.

Consecuentemente, al incumplirse un plazo parcial o el pla­
zo total, la penalidad a él correspondiente absorberá las que 
hayan tenido lugar anteriormente, con el carácter de no 
acumulables, hasta que sean liquidadas e incluso procedién­
dose a la devolución de la diferencia si el montante de las ya 
impuestas resultase superior al que corresponde por el último 
plazo incumplido.

Si se han producido recepciones parciales provisionales 
al amparo del citado artículo 170, el plazo final operará ex­
clusivamente como último plazo parcial.

Art. 136. Con carácter general, salvo lo establecido en la le­
gislación de contratos del Estado para casos específicamente 
tratados, cuantas incidencias surjan entre la Administración y 
el contratista en la ejecución de un contrato de obras por dife­
rencias en la interpretación de lo convenido o por la necesi­
dad de modificar las condiciones contractuales, se tramitarán 
mediante expediente contradictorio, que comprenderá precepti­
vamente las actuaciones siguientes:

1.a Propuesta del facultativo Director de las obras o petición 
del contratista.

2.a Audiencia del contratista o informe del citado facul­
tativo, a evacuar en ambos casos en un plazo de quince días.

3.a Informe, en su caso, de la Asesoría Jurídica y de la 
Intervención General del Estado, a evacuar en el mismo plazo 
anterior.

4.a Resolución del órgano o Autoridad que haya celebra­
do el contrato y subsiguiente notificación al contratista.

Salvo que motivo de interés público lo justifique, la trami­
tación de incidencias no determinará la paralización de las 
obras.

Sección 2.a Del cumplimiento de los plazos

Art. 137. El contratista estará obligado a cumplir los plazos 
parciales fijados para la ejecución sucesiva del contrato y 
el general para su total realización.

Si el contratista, por causas imputables al mismo, hu­
biera incurrido en demora respecto de los plazos. parciales 
de manera que haga presumir racionalmente la imposibilidad 
de cumplimiento del plazo final o éste hubiera quedado incum­
plido, la Administración podrá optar indistintamente por la 
resolución del contrato con pérdida de fianza o por la Impo­
sición de las penalidades que se establecen en el artículo si­
guiente. Esta misma facultad tendrá la Administración res­
pecto de determinados plazos parciales cuando se hubiera pre­
visto en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

La constitución en mora del contratista no requerirá inter­
pelación o intimación previa por parte de la Administración 
(artículo 45 L. C. E.).

Cuando en el supuesto anterior de incumplimiento del 
plazo total por causas imputables al contratista la Adminis­

Art. 139. Los importes de las penalidades por demora se 
harán efectivos mediante deducción de los mismos en las cer­
tificaciones de obras que se produzcan. En todo caso, la fianza 
responderá de la efectividad de aquéllas, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 358 de este Reglamento.

La aplicación y el pago de estas penalidades no excluye 
la indemnización a que la Administración pueda tener derecho 
por daños y perjuicios ocasionados con motivo del retraso im­
putable al contratista.

Art. 14.0. Si el retraso fuera producido por motivos no 
imputables al contratista y éste ofreciera cumplir sus- com­
promisos dándole prórroga del tiempo que se le había desig­
nado, se concederá por la Administración un plazo que será, 
por lo menos, igual al tiempo perdido a no ser que el con­
tratista pidiera otro menor (artículo 45 L. C. E.).

La petición de prórroga por parte del contratista deberá 
tener lugar en un plazo máximo de un mes desde el día en 
que se produzca la causa originaria del retraso, alegando las 
razones por las que estime no le es imputable y señalando el 
tiempo probable de su duración a los efectos de que la Admi­
nistración pueda oportunamente, y siempre antes de la termi­
nación del plazo del contrato, resolver sobre la prórroga del 
mismo, y sin perjuicio de que una vez desaparecida la causa 
se reajuste el plazo prorrogado al tiempo realmente perdido.

En el caso de que el contratista no solicitase prórroga en 
el plazo anteriormente señalado se entenderá que renuncia á 
su derecho, quedando facultada la Administración para con­
ceder, dentro del mes último de vigencia del contrato, la pró­
rroga que juzgue conveniente, con imposición, si procede, de 
las penalidades que establece el artículo. 138, salvo que con­
sidere más aconsejable esperar a la terminación del plazo para 
proceder a la resolución del contrato.

Art. 141. En los supuestos de incumplimiento de plazo im­
putable al contratista, el Gobierno, con carácter excepcional, 
podrá acordar que el órgano de contratación asuma directa­
mente la gestión de la obra en las condiciones que en el 
acuerdo se establezcan hasta alcanzar el ritmo previsto en el 
contrato, utilizando la maquinaria, elementos materiales de 
trabajo y demás medios análogos afectos a la obra, pudiendo 
incluso subrogarse en las operaciones y negocios celebrados
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con terceros para la adquisición de maquinaria o de mate­
riales.

Los mayores gastos que ocasione la ejecución de la obra 
por la Administración serán satisfechos con cargo a la fianza 
definitiva establecida en el contrato y hasta el límite del im­
porte de ésta.

Sección 3.a Abonos al contratista

Art. 142. El contratista tendrá derecho al abono de la obra 
que realmente ejecute con arreglo al precio convenido (ar­
tículo 47 L. C. E.).

A los efectos del pago la Administración expedirá mensual­
mente certificaciones que correspondan a la obra ejecutada 
durante dicho período de tiempo, salvo que se establezca otra 
cosa en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

Los abonos al contratista resultantes de ,las certificaciones 
expedidas tienen el concepto de pagos a buena cuenta, suje­
tos a las rectificaciones y variaciones que se produzcan en 
la medición final y sin suponer en forma alguna aprobación 
y recepción de las obras que comprenda.

Art. 143. La Administración podrá verificar también abonos 
a cuenta por operaciones preparatorias realizadas por el con­
tratista, como instalaciones y acopio de materiales o equipos 
de maquinaria pesada adscritos a la obra, en las condiciones 
señaladas en los pliegos de cláusulas, debiendo aquélla adop­
tar las medidas convenientes para que queden previamente 
garantizados los referidos pagos mediante la prestación de 
aval, conforme al artículo 370 de este Reglamento, por el im­
porte de aquéllos.

Art. 144. Si la Administración no hiciese el pago al con­
tratista de las certificaciones dentro de los tres meses siguien­
tes a la fecha de aquéllas, deberá abonar al mismo, a partir 
de aquella fecha el interés legal de las cantidades debidas, 
siempre que aquél intime por escrito el cumplimiento de la 
obligación (artículo 47 L. C. EJ.

En las certificaciones que se extiendan excediendo del im­
porte de las anualidades que rijan en el contrato no se con­
tará el plazo anterior desde la fecha de su expedición, sino 
desde aquella otra posterior en la que con arreglo a las con­
diciones convenidas y programas de trabajo aprobados de­
berían de producirse.

La Administración resolverá sobre la procedencia del abono 
de interés dentro del plazo de dos meses, contado a partir 
del requerimiento formulado por el contratista, previo informe 
de la Asesoría Jurídica del Departamento, que también dic­
taminará sobre las causas que han originado la mora y las 
responsabilidades a que pudiera haber lugar.

El abono de intereses se hará efectivo en la liquidación 
provisional del contrato, con independencia de la correspon­
diente a la obra y sin perjuicio de proceder reglamentaria­
mente a la devolución de la fianza prestada por el contratista.

Cuando la demora en el pago de las certificaciones supe­
rase el plazo de seis meses, el contratista podrá solicitar de la 
Administración la declaración de suspensión temporal de las 
obras, que será concedida salvo que razones de interés pú­
blico aconsejen su continuación.

Art. 145. Las certificaciones sólo podrán ser embargadas con 
destino al pago de salarios devengados en la propia obra y 
al de las cuotas sociales derivadas de los mismos (articulo 47 
L. C EJ.

Las certificaciones que se expedirán precisamente a nombre 
del contratista serán transmisibles y pignorables conforme a 
derecho. Una vez que la Administración tenga conocimiento 
de la transmisión de aquéllas el mandamiento de pago habrá 
de ser expedido a favor del cesionario, indicando también el 
nombre del cedente. Antes de que se ponga en conocimiento 
de los órganos competentes la cesión surtirán efectos liberato­
rios los mandamientos de pago extendidos a. nombre del con­
tratista.

Los Servicios de Contabilidad competentes consignarán, me­
diante diligencia en el documento justificativo del crédito, 
la toma de razón en un libro registro de transmisiones de cer­
tificaciones habilitado al efecto.

Sección 4.a Modificación del contrato de obras

Art. 140. Una vez perfeccionado el contrato la Administra­
ción sólo puede modificar los elementos que lo integran den­
tro de los límites que establece la presente Legislación (ar­
tículo 48 L. C. E).

El ejercicio de esta prerrogativa llevará consigo la obligación, 
a cargo de la Administración, de indemnizar los daños y per­
juicios originados al contratista en los términos establecidos 
en este Reglamento.

Art. 147. La modificación del contrató cuando sea causa 
de resolución deberá ser acordada por el órgano de contra­
tación competente, previa autorización del Consejo de Minis­
tros en los casos a que se refiere el artículo 21 de este Regla­
mento. Si la modificación no fuera causa de resolución, será 
acordada por el órgano de contratación.

En todo caso, será de aplicación lo dispuesto en él párrafo 
primero del artículo 51 de este Reglamento (artículo 48 L. C. E.).

Art. 148. Si la Administración acordase la suspensión tem­
poral de las obras por espacio superior a una quinta parte del 
plazo total del contrato, o, en todo caso, si aquélla excediera 
de seis meses, la Administración abonará al contratista los 
daños y perjuicios que éste pueda efectivamente sufrir.

La suspensión definitiva de las obras acordada por la Ad­
ministración se regulará por lo dispuesto en el artículo 102 del 
presente Reglamento (artículo 49 L. C. EJ.

Art. 149. La Administración sólo podrá acordar modifica­
ciones en el proyecto de obras cuando sean consecuencia de 
necesidades nuevas o de causas técnicas imprevistas al tiem­
po de elaborar el proyecto, cuyas circunstancias deberán que­
dar debidamente justificadas.

Cuando las modificaciones del proyecto representen varia­
ción en más o en menos en el presupuesto de las obras será 
reajustado su plazo de ejecución, sin que pueda ser aumentado 
o disminuido en mayor proporción que en la que resulte 
afectado el presupuesto.

Art. 150. Si durante la ejecución del contrato la Adminis­
tración resolviese introducir en el proyecto modificaciones que 
produzcan aumento o reducción y aun supresión de las uni­
dades de obra marcadas en el mismo o sustitución de una 
clase de fábrica por otra, siempre que ésta sea de las com­
prendidas en la contrata, serán obligatorias para el contra­
tista estas disposiciones, sin que tenga derecho alguno en 
caso de supresión o reducción de obras a reclamar ninguna 
indemnización sin perjuicio de lo que se establece en el ar­
tículo 157 de este Reglamento (artículo 50 L. C. EJ.

Cuando las modificaciones del proyecto supongan la intro­
ducción de unidades de obra no comprendidas en la con­
trata o cuyas características difieran sustancialmente de ellas, 
los precios de aplicación a las mismas serán fijados por la 
Administración a la vista de la propuesta del Director de las 
obras y de las observaciones del contratista a esta propuesta 
en trámite de audiencia. Si éste no aceptase los precios apro­
bados quedará exonerado de ejecutar las nuevas unidades de 
obra y la Administración podra contratarlas con otro empre­
sario en los mismos precios que hubiese fijado o ejecutarlas 
directamente.

Las modificaciones del contrato deberán formalizarse en do­
cumento administrativo.

Art. 151. Cuando por contener el proyecto unidades de obra 
de difícil determinación en cuanto a su número exacto se 
haya aprobado la provisión especial a que se refiere el ar­
tículo 79 de este Reglamento, su utilización no tendrá a nin­
gún efecto el carácter de modificación del contrato, no obstante 
el aumento de su plazo, según lo dispuesto en el apartado 5) 
del artículo 80.

Tampoco tendrá carácter de modificación la alteración del 
precio por aplicación de cláusulas de revisión ni afectará al 
plazo de ejecución establecido.

Art. 152. Cuando por retraso en el comienzo de las obras 
sobre lo previsto al iniciarse el expediente de contratación, 
paralizaciones' autorizadas de las obras, prórrogas de los 
plazos parciales o del total, modificaciones en el proyecto o 
por cualquier otra causa justificada se produjese desajuste 
entre las anualidades establecidas en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares integrado en el contrato y las 
necesidades reales en el orden económico que el normal des­
arrollo de los trabajos exija, la Administración procederá a 
reajustar las citadas anualidades siempre que lo permitan los 
remanentes de los créditos aplicables de que disponga el De­
partamento ministerial correspondiente.

Para efectuar un reajuste de las anualidades que rigieron 
en el contrato será necesaria la conformidad del contratista 
para que la Administración pueda acordarlo.

Cualquier reajuste de anualidades exige la revisión del pro­
grama de trabajo, acoplándolo a las también nuevas circuns­
tancias, y precisará la aprobación de la Administración.

Art. 153. Las obras accesorias o complementarias no in­
cluidas en el proyecto que durante el curso de la obra prin­
cipal la Administración estime conveniente ejecutar deberán 
ser objeto de contrato independiente, y, por tanto, cumplirse 
los trámites previstos por este Reglamento.



Exceptúase el caso de que aquéllas no excedan del 20 por 
100 del precio del contrato, cuya ejecución podrá confiarse al 
contratista de la principal, y de acuerdo con los precios que 
rigieron en el contrato principal, y, en su caso, fijados con­
tradictoriamente.

Art. 154. Cuando se hiciera precisa la modificación de un 
proyecto y resultaran indicios de lúe ello se debe a defecto 
o imprevisión imputable a sus autores o supervisores podrá 
ordenarse la práctica de una investigación por el Ministro 
correspondiente o por quien ostente delegación bastante al 
efecto, procediéndose con arreglo a la Ley de Procedimiento 
Administrativo y a las normas del Departamento o Cuerpo de 
que se trate.

La aprobación de los proyectos por la Autoridad compe­
tente no exonera a los funcionarios responsables de los mis­
mos por los defectos o imprevisiones en que hayan incurrido 
o les sean imputables.

Art. 155. Las modificaciones no autorizadas en las obras 
respecto a los proyectos por los que se rija su realización ori­
ginarán responsabilidades de los funcionarios con arreglo a 
las normas a que se refiere el artículo anterior.

Los empresarios ejecutores de dichas modificaciones, con 
conocimiento de su irregularidad, no tendrán derecho al 
iabono de las mismas, vendrán obligados a su demolición si 
•así se les ordena, e indemnizarán a la Administración, en todo 
•caso, por los daños y perjuicios que su conducta ocasione. 
•Lk responsabilidad directa de los empresarios no será obs­
táculo para que se exija la que corresponda al funcionario 
•encargado de la inspección y vigilancia de las obras.

CAPITULO VI

EXTINCION DEL CONTRATO DE OBRAS 

Sección 1.a Causas y efectos de la resolución

Art. 156. El contrato de obras se extinguirá por resolución 
y por conclusión o cumplimiento del mismo (artículo 51 

(L. C. E.).

Art. 157. Son causa de resolución del contrato de obras:

1. El incumplimiento de las cláusulas contenidas en el 
'mismo.

2. Las modificaciones del proyecto, aunque fueren suce­
sivas, que impliquen aislada o conjuntamente alteración del 
precio del contrato en cuantía superior en más o en menos 
al 20 por 100 del importe de aquél o representen una altera­
ción sustancial del proyecto inicial.

3. La suspensión definitiva de las obras, acordada por la 
Administración, así como la suspensión temporal de las mis­
mas, por un plazo superior a un año, también acordada por 
aquélla.

4. La muerte del contratista individual.
5. La extinción de la personalidad jurídica de la Sociedad 

contratista.
6. La declaración de quiebra o de suspensión de pagos del 

contratista.
7. Eli mutuo acuerdo de la Administración y el contra­

tista.
8. Aquellas que se establezcan expresamente en el contrato 

y cualesquiera otras determinadas por esta legislación.

La resolución del contrato se acordará por el órgano de con­
tratación de oficio o a instancia del contratista, en su caso, 
previa autorización del Consejo de Ministros, en los casos 
a que se refiere el artículo 21, y cumplimiento de lo previsto 
en el párrafo primero del artículo 51 de esta Ley. Todos los 
trámites e informes preceptivos de estos expedientes se con­
siderarán de urgencia y gozarán de preferencias para su des­
pacho por el órgano administrativo o consultivo correspon­
diente (artículo 52 L. C. E.).

Art. 158. El incumplimiento por la Administración de las 
cláusulas del contrato originará su resolución sólo en los casos 
previstos en esta legislación, pero obligará a aquélla, con ca­
rácter general, al pago de los perjuicios que por tal causa se 
le irroguen al contratista (artículo 53 L. C. E.l.

En el supuesto anterior la resolución del contrato habrá 
de ser solidada por el contratista para que decida la Admi­
nistración, y, en su caso, los Tribunales competentes.

Los errores materiales que puedan contener el proyecto o 
presupuesto elaborado por la Administración no anularán el 
contrato, sino en cuanto sean denunciados por cualquiera de 
las partes dentro de dos meses computados a partir de la 
fecha del acta de comprobación del replanteo y afecten, ade­

más, al importe del presupuesto de la obra, al menos en un 
20 por 100.

Caso contrario, los errores materiales sólo darán lugar a 
su rectificación, pero manteniéndose invariable la baja pro­
porcional resultante en la adjudicación.

Art. 159. El incumplimiento por el contratista de cualquier 
cláusula contenidá en el contrato autoriza a, la Administra­
ción para exigir su estricto cumplimiento o bien acordar la 
resolución del mismo. Si ha habido dolo, fraude o engaño 
por parte del contratista se acordará siempre la resolución del 
contrato.

El incumplimiento de los plazos por parte del contratista 
se regulará por las reglas contenidas en la sección segunda 
del capítulo anterior de este Reglamento.

Art. 160. Cuando el contrato se resuelva por culpa del 
contratista le será incautada la fianza y deberá, además, in­
demnizar a la Administración los daños y perjuicios (artícu­
lo 53 L. C. E.l.

La fijación y valoración de éstos se verificará por aquélla 
en resolución motivada atendiendo, entre otros factores, al 
retraso que implique para la inversión proyectada y a los 
mayores gastos económicos y administrativos que ocasione 
a la Administración.

Art. 161. La resolución del contrato será potestativa por 
parte de la Administración o del contratista cuando tengan 
lugar modificaciones del proyecto, aunque fueran sucesivas, que 
impliquen, aislada o conjuntamente, alteraciones del precio del 
contrato en cuantía superior, en más o en menos, al 20 por 
100 del importe de aquél o representen una alteración sustan­
cial del proyecto inicial. En ambos casos, cualquiera de las 
dos partes contratantes, si se cumplen los requisitos expuestos, 
deberá allanarse a la resolución cuando la otra parte reclame 
su derecho a la misma.

Se considerará alteración sustancial, entre otras, la modi­
ficación de los fines y características básicas del proyecto 
inicial, así como la sustitución de unidades que afecten al 
50 por loo del importe del presupuesto.

Art. 162. Si la Administración decidiese la suspensión defi­
nitiva de las obras o dejase transcurrir un año desde la suspen­
sión temporal sin ordenar la reanudación de las mismas, el 
contratista tendrá derecho al valor de aquéllas efectivamente 
realizadas y al beneficio industrial de las dejadas de realizar 
(artículo 55 L. C. E.).

Se considera como obra efectivamente realizada no sólo la 
que pueda ser objeto de certificación por unidades de obra 
terminadas, sino también las accesorias llevadas a cabo por 
el contratista y cuyo importe forma parte del coste indirecto 
a que hace mención el artículo 67 de este Reglamento, así 
como también los acopios situados al pie de obra.

Se entiende por beneficio industrial la cantidad resultante 
de aplicar el coeficiente del 6 por 100 al presupuesto de ejecu­
ción material con deducción de la baja de licitación en su 
caso.

El desistimiento de las obras por la Administración tendrá 
los mismos efectos que la suspensión definitiva de las mismas.

Transcurrido un año de la suspensión temporal, acordada 
por la Administración, sin haber ordenado la reanudación de 
las obras, el contratista tendrá opción entre solicitar la indem­
nización a que se refiere el artículo 148 de este Reglamento 
o instar la resolución del contrato con los efectos previstos 
en el primer párrafo de este artículo.

Art. 163. La muerte del contratista individual dará lugar 
a la resolución del contrato, Salvo que los herederos ofrezcan 
llevarla a cabo bajo las condiciones estipuladas en el mismo. 
La Administración podrá aceptar o desechar el ofrecimiento, 
sin que en este último caso tengan derecho aquéllos a indem­
nización alguna por el resto de obra dejada de ejecutar.

Art. 164. La disolución o extinción por cualquier causa 
de las Sociedades mercantiles contratistas originará igualmente 
la resolución del contrato. Exceptúase el caso de que el patri­
monio y organización de la Sociedad extinguida sea incorpo­
rado a otra Entidad, asumiendo esta última las obligaciones 
de aquélla y siempre que la nueva Entidad, en el plazo de 
un mes y sin necesidad de requerimiento por parte de la 
Administración, ofrezca llevar a cabo las obras con arreglo 
a las condiciones estipuladas en el contrato. La Administración 
puede admitir o desechar el ofrecimiento, sin que en este 
último caso haya derecho a indemnización alguna.

Art. 165. La quiebra del contratista, sea esta persona na­
tural o jurídica, originará siempre la resolución del contrato 
y se decretará, además, cuando aquélla sea culpable o fraudu­
lenta, la pérdida de la fianza, que se ingresará en el Tesoro.



En los supuestos de suspensión de pagos, cuando el empre­
sario se halle en condiciones de ejecutar las obras y ofrezca 
garantías suficientes a este fin, podrá la Administración acor­
dar la continuación provisional de los trabajos en tanto se 
mantengan las expresadas circunstancias.

Art. 166. Cuando la resolución obedezca al mutuo acuerdo 
de las partes, se estará principalmente a lo válidamente esti­
pulado al efecto entre la Administración y el contratista 
(artículo 53 L. C. E.).

La Administración sólo deberá prestar su consentimiento a 
la resolución del contrato por mutuo acuerdo cuando, sin exis­
tir causas para la misma por culpa del contratista, razones 
de interés público u otras circunstancias de carácter excepcio­
nal, hagan innecesaria o inconveniente la permanencia del 
contrato.

El acuerdo de resolución deberá ser informado, antes de su 
aprobación definitiva, por la Asesoría Jurídica y la Interven­
ción del Estado.

Art. 167. La resolución motivada por causas especiales es­
tablecidas en el contrato tendrá los efectos que en éste se 
establezcan, y en su defecto se regularán por las normas del 
presente Reglamento que sean aplicables por analogía a los 
supuestos que contempla.

Art. 168. En todo caso, resuelto un contrato de obras se 
procederá a su liquidación por el órgano de la Administración 
encargado de la vigilancia y dirección (artículo 53 L. C. E.).

Sección 2.a De la recepción y liquidación de las obras

Art. 169. El contrato de obras concluye normalmente por 
el total cumplimiento de las recíprocas obligaciones convenidas 
entre la Administración y el contratista.

Art. 170. La recepción provisional de las obras tendrá lugar 
dentro del mes siguiente a su terminación, y a la misma con­
currirán un facultativo designado por la Administración con­
tratante, el facultativo encargado de la dirección de las obras, 
el contratista asistido, si lo estima oportuno, de un facultativo, 
y el representante de la Intervención General del Estado, en 
Sus funciones de fiscalización de la inversión, cuya presencia 
será obligatoria cuando se trate de obras cuyo importe exceda 
de 5.000.000 de pesetas y potestativa en los restantes casos. 
El representante de la Intervención concurrirá asistido de un 
facultativo entre los habilitados al efecto por la Dirección Ge­
neral del Patrimonio del Estado, pudiendo recaer la represen­
tación de la Intervención en el propio facultativo.

Podrán ser objeto de recepción provisional aquellas partes 
de obra que deban ser ejecutadas en los plazos parciales esta­
blecidos en el contrato.

Si se encuentran las obras en buen estado y con arreglo a 
las prescripciones previstas, el funcionario técnico designado 
por la Administración contratante las dará por recibidas pro­
visionalmente y se entregarán al uso público o servicio co­
rrespondiente, comenzando entonces el plazo de garantía (ar­
tículo 54 L. C. E.).

Del acto de la recepción provisional se dará cuenta a la 
Intervención General con una antelación mínima de veinte 
días.

Cuando las obras no se hallen en estado de ser recibidas, 
se hará constar así en el acta y Se darán las instrucciones 
precisas y detalladas por el facultativo al contratista, con el 
fin de remediar los defectos observados, fijándole plazo para 
efectuarlo, expirado el cual se hará un nuevo reconocimiento 
para la recepción provisional de las obras. Si el contratista 
no hubiese cumplido se declarará resuelto el contrato con 
pérdida de la fianza por no terminar la obra en el plazo esti­
pulado, a no ser que la Administración crea procedente conce­
derle un nuevo plazo que será improrrogable.

\rt. 171. El plazo de garantía se establecerá siempre en el 
contrato, atendiendo a la naturaleza y complejidad de la obra, 
y no podrá ser inferior a un año, salvo casos especiales (ar­
tículo 54 L. C. E.).

Durante dicho plazo cuidará, el contratista en todo caso 
de la conservación y policía de las obras, con arreglo a lo 
previsto en el pliego de prescripciones técnicas y a las instruc­
ciones que dicte el facultativo de la Administración. Si des­
cuidase la conservación y diera lugar a que peligre la obra 
se ejecutarán por la propia Administración y a costa del contra­
tista los trabajos necesarios, para evitar el daño.

En los casos en que haya lugar a las recepciones provisio­
nales parciales a que se refiere el artículo 180, el plazo de

garantía de las partes recibidas comenzará a contarse desde 
la fecha de las respectivas recepciones parciales.

Art. 172. Recibidas provisionalmente las obras se procederá 
Seguidamente a su medición general y definitiva, con asisten­
cia del contratista o de un representante suyo, formulándose 
por el facultativo de la Administración director de las obras 
en el plazo de seis meses desde la citada recepción la liquida­
ción provisional de las realmente ejecutadas, tomando como 
base para su valoración las condiciones económicas establecidas 
en el contrato.

Esta liquidación provisional será dada a conocer al contra­
tista dentro de los seis meses siguientes a la recepción provi­
sional, para que en el plazo de treinta días preste su confor­
midad a la misma o manifieste los reparos que estime 
oportunos.

Dentro del plazo de nueve meses, contados a partir de la 
recepción provisional, deberá aprobarse por la Administración 
la liquidación aludida y abonarse al contratista el saldo, en su 
caso, resultante por el resto de la obra.

Si se produce demora en el pago de dicho saldo, el contra­
tista tendrá derecho a percibir el interés legal del mismo a 
partir de los nueve meses siguientes a la recepción provisional, 
siempre que intime por escrito a la Administración a dicho 
pago.

Art. 173. Dentro del mes siguiente al cumplimiento del 
plazo de garantía, se procederá a la recepción definitiva de las 
obras con la concurrencia de las mismas personas a que se 
refiere el artículo 170, excepto del representante de la Inter­
vención General, a la que se dará cuenta del acto, por si 
estima oportuno asistir (artículo 55 L. C. E.).

Del acto de la recepción definitiva se dará cuenta a la 
Intervención General, con una antelación mínima de veinte 
días, indicando en el escrito, además de los datos de la inver­
sión total, el importe total de la liquidación provisional a que 
se refiere el artículo anterior y el saldo resultante.

Art. 174. Si las obras se encuentran en las condiciones 
debidas se recibirán con carácter definitivo y quedará el con­
tratista relevado de toda responsabilidad, salvo lo dispuesto 
en el artículo siguiente (artículo 55 L. G. E.).

Caso contrario se procederá a dictar las oportunas instruc­
ciones al contratista para la debida reparación de lo construi­
do, con señalamiento de un nuevo y último plazo para el 
debido cumplimiento de sus obligaciones, durante el cual con­
tinuará encargado de la conservación de las obras sin derecho 
a reclamar cantidad alguna por ampliación del plazo de ga­
rantía.
 Sólo podrán ser definitivamente recibidas las obras ejecu­
tadas conforme al proyecto y en perfecto estado.

La recepción de las obras, cuando éstas sean de primer 
establecimiento, irá seguida de su inventario en el general 
de Bienes y Derechos del Estado.

A estos efectos se acompañará al acta de recepción defini­
tiva un «Estado de dimensiones y características de la obra 
ejecutada» que, a modo de resumen de la liquidación provi­
sional practicada, defina con detalle las obras realizadas tal 
como se encuentran en el momento de la recepción definitiva, 
el cual se incorporará al Inventario General.

Dicho documento será redactado por la dirección de las 
obras.

Art. 175. Si la obra se arruina con posterioridad a la re­
cepción definitiva por vicios ocultos de la construcción debidos 
a incumplimiento doloso del contrato por parte del empresario, 
responderá éste de los daños y perjuicios en el término de 
quince años.

Transcurrido este plazo quedará totalmente extinguida la 
responsabilidad del contratista (artículo 56 L. C. E.).

Art. 176. Dentro del plazo de seis meses, contados a partir 
de la recepción definitiva, deberá acordarse y ser notificada 
al empresario la liquidación final de la obra y abonársele el 
saldo resultante.

Si se produce demora en el pago del saldo de liquidación 
el contratista tendrá derecho a percibir el interés legal de 
dicho saldo a partir de los seis meses siguientes a la recepción 
definitiva, siempre que intime por escrito a la Administración 
a dicho pago (artículo 57 L. C. E.).

A los efectos anteriores se procederá a la valoración de las 
obras y trabajos ejecutados durante el plazo de garantía con 
arreglo a lo establecido en los presupuestos y en el pliego de 
prescripciones particulares del proyecto, sin que, por otra par­
te, la aprobación técnica de la liquidación esté supeditada a 
la existencia de crédito presupuestario disponible para su 
abono al contratista.



Art. 177. Aprobada la recepción y liquidación definitiva 
la Administración tomará acuerdo en relación con la fianza 
depositada por el contratista, con arreglo a lo dispuesto en 
este Reglamento.

Sección 3.a Normas especiales

Art. 178. En los contratos resueltos tendrán lugar las dos 
recepciones, la provisional, efectuada desde luego, y la defini­
tiva, cuando haya transcurrido el plazo de garantía respecto 
a las obras que se hallen terminadas por completo al acordar­
se la resolución y fuesen susceptibles del uso o servicio de 
que se trate.

Para todas las demás obras que no se hallen en el caso 
anterior, y sea cual fuese el estado de adelanto en que se 
encuentren, se hará sin pérdida de tiempo una sola y definitiva 
recepción.

Art. 179. Iniciado el oportuno expediente de resolución de 
un contrato cuyas obras hayan de ser continuadas por otro 
empresario o por la propia Administración, se procederá segui­
damente a formularse la liquidación de las mismas.

La liquidación comprenderá la constatación y medición de 
las obras ya realizadas, especificando las que sean de recibo 
y fijando los saldos pertinentes en favor o en contra del con­
tratista.

La liquidación se notificará al contratista al mismo tiempo 
que el acuerdo de resolución, pudiendo impugnar la valoración 
en la vía administrativa procedente.

Art. 180. Cuando se verifiquen en un contrato recepciones 
provisionales parciales de aquellas partes de obras capaces de 
servir al uso o al servicio de que se trate, deberá verificarse 
simultáneamente una liquidación provisional parcial a cuenta 
de la definitiva que corresponda.

Art. 181. En aquellas obras especiales cuya perduración 
no tenga finalidad práctica, como las de sondeos y prospec­
ciones que hayan resultado infructuosas o que por su natura­
leza exijan, a los efectos de su perdurabilidad, trabajos que 
exceden el concepto de mera conservación, como las de dra­
gados, la recepción provisional y definitiva podrá resumirse 
en un solo acto mediante una única recepción.

CAPITULO VII

DE LA CESION DEL CONTRATO Y SUBCONTRATO DE OBRAS

Art. 182. Los derechos dimanantes de un contrato de obras 
podrán ser cedidos a tercero siempre que las cualidades perso­
nales o técnicas del cedente no hayan sido razón determinante 
de la adjudicación del contrato (artículo 58 L. C. E.).

El cesionario quedará subrogado en todos los derechos y 
obligaciones que correspondían al cedente.

Art. 183. Para que los adjudicatarios puedan ceder sus 
derechos a tercero deberán cumplirse los siguientes requisitos:

1. Que la Administración autorice expresamente y con ca­
rácter previo la cesión.

2. Que el cedente tenga ejecutado, al menos, un 20 por 100 
del presupuesto total del contrato.

3. Que se formalice la cesión en escritura pública (artícu­
lo 58 L. C. E).

Art. 184. Salvo que el contrato disponga lo contrario o que 
de su naturaleza y condiciones se deduzca que la obra ha de 
ser ejecutada directamente por el adjudicatario, podrá éste 
concertar con terceros la realización de determinadas unidades 
de la obra (artículo 59 L. C. E.).

Art. 185. La celebración de los subcontratos estará some­
tida al cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Que se dé conocimiento por escrito a la Administración 
del subcontrato a celebrar, oon indicación de las partes de 
obra a realizar y sus condiciones económicas, a fin de que 
aquélla lo autorice previamente, a no ser que el contrato 
facultase ya al empresario a estos efectos.

2. Que las unidades de obra que el adjudicatario contrate 
con terceros no exceda del 50 por 100 del presupuesto total 
de la obra principal, salvo que se haya autorizado expresamen­
te otra cosa en el contrato originario (artículo 59 L. C. E.).

Art. 186. Los subcontratistas quedarán obligados sólo frente 
al contratista principal, que asumirá, por tanto, la total res­
ponsabilidad de la ejecución de la obra frente a la Adminis­
tración, con arreglo al proyecto aprobado por la misma, como 
Si él mismo la hubiese realizado.

CAPITULO VIII

EJECUCION DE OBRAS POR LA PROPIA ADMINISTRACION

Art. 187. Sólo podrán ser ejecutadas directamente por la Ad­
ministración las obras en que concurra alguna de estas circuns­
tancias-.

1. Que la Administración tenga montadas fábricas, arsena­
les, maestranzas o servicios técnicos o industriales, suficiente­
mente aptos para la realización de la obra proyectada, en cuyo 
caso deberá normalmente utilizarse este sistema de ejecución.

2. Que la Administración posea elementos auxiliares utili- 
zables en la obra y cuyo empleo suponga una economía supe­
rior al 20 por 100 del importe del presupuesto de la obra o una 
mayor celeridad en su ejecución, justificándose en este caso 
las ventajas que se sigan de la misma.

3. Que no haya habido ofertas de empresarios para la eje­
cución de obras calificadas de urgencia en licitación previa­
mente efectuada.

4. Cuando se trate de la ejecución de obras que, dada su 
naturaleza,'sea imposible la fijación previa de un precio cierto 
o la de un presupuesto por unidades simples de trabajo.

5. Cuando se trate de obras que se consideren de emergen­
cia con arreglo a la presente legislación.

6. Cuando sea necesario relevar al contratista de realizar 
algunas unidades de obra por no haberse llegado a un acuerdo 
en los precios contradictorios correspondientes.

7. Las obras de mera conservación y no susceptibles, por 
sus características, de la redacción de un proyecto.

Fuera de los supuestos a que se refieren los apartados 5 y 7 
de este artículo, será inexcusable la redacción del correspon­
diente proyecto, aun cuando se trate de obras ejecutadas direc­
tamente por la Administración (artículo 60 L. C. E.).

Art. 188. Los proyectos de obras a ejecutar por la propia 
Administración se sujetarán en su elaboración, con carácter 
general, a los preceptos establecidos en la sección primera del 
capítulo II del título II, libro I de este Reglamento, para las 
distintas clases de las mismas: de primer establecimiento, re­
forma, gran reparación, reparaciones menores o de conservación.

No obstante lo anterior, se prescindirá en estos proyectos de 
cuantos extremos tienen como única finalidad su aplicación a 
una futura licitación o a regular las relaciones contractuales 
entre la Administración y el contratista en el desarrollo de un 
contrato.

Cuando se trate de obras de la clase señalada en el aparta­
do 4 del artículo anterior, su presupuesto de ejecución será 
fijado de forma estimativa y la cuantía adoptada para él servi­
rá de base para la habilitación del crédito correspondiente. 
Para las comprendidas en el apartado 6, su presupuesto se ob­
tendrá tomando como base los precios fijados por la Adminis­
tración en la forma señalada en el artículo 150 de este Regla­
mento.

Art. 189. En las obras de emergencia cuya ejecución directa 
por la Administración haya sido ordenada, deberá redactarse 
una documentación técnica descriptiva de los trabajos realiza­
dos tan pronto como las circunstancias lo permitan, y, desde 
luego, previamente al momento señalado en el apartado 3) del 
artículo 91 de este Reglamento.

Art. 190. La autorización para la ejecución de obras por 
Administración corresponderá a la Autoridad a quien competa la 
aprobación del gasto, previo informe de la Asesoría Jurídica del 
Departamento y fiscalización de aquél por la oficina competente 
de la Intervención del Estado (artículo 61 L. C. E.).

Si se trata de obras comprendidas en el número uno del ar­
tículo 187 de este Reglamento, la aprobación del gasto y de la 
forma de ejecución por la Autoridad competente se basará, aten­
diendo a la índole de los trabajos, en el oportuno informe téc­
nico, sin que sea preceptivo el asesoramiento jurídico previo.

Art. 191. La ejecución de obras por la Administración podrá 
verificarse por los propios servicios de la misma mediante sus 
medios personales y reales o con la colaboración de empresa­
rios. particulares.

En este segundo supuesto, la Autoridad competente podrá 
contratar con el colaborador el objeto de su gestión o trabajo 
con arreglo a las siguientes modalidades:

A) Mediante el sistema de coste y costas fijado con arreglo 
al artículo 67, y con derecho del colaborador a una percepción 
económica determinada que en ningún caso será superior al 
cinco por ciento del total de aquéllos.

B) Contratando con la Empresa colaboradora la ejecución
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de unidades completas del proyecto, instalaciones o servicios en 
base a un precio a tanto alzado, no superior al previsto en el 
proyecto.

Los contratos de colaboración tendrán naturaleza administra­
tiva, pero no la de contratos de obras tal como se. configuran 
en este Reglamento, ya que la responsabilidad de la ejecución 
de la obra seguirá recayendo íntegramente en el órgano gestor 
de la Administración, sin que al colaborador le alcancen otras 
que las derivadas del incumplimiento de las cláusulas estipula­
das en su contrato o de las instrucciones que como comple­
mento o aclaración de ellas reciba del Director de las obras. 
El contrato se formalizará en documento administrativo y no 
será obligatorio la prestación de fianza.

La elección de los colaboradores se efectuará en cuanto sea 
posible previa consulta a más de un empresario entre aquellos 
que el órgano gestor de las obras estime debidamente capacita­
dos para estos fines.

En los casos números 1 y 2 del artículo 187 no podrá sobre­
pasarse en la contratación con colaboradores el cincuenta por 
ciento del importe total del proyecto, salvo supuestos excepcio­
nales, que se justificarán en el expediente.

Art. 192. Las obras ejecutadas por la Administración, una 
vez terminadas, serán objeto de reconocimiento y comproba­
ción por un facultativo de la misma, designado al efecto y dis­
tinto del Director de ellas, con la concurrencia de un  represen­
tante de la Intervención General, debidamente asistido, en for­
ma obligatoria para las de coste superior a cinco millones de 
pesetas y potestativa en los restantes casos.

La representación de la Intervención General podrá recaer 
en el propio facultativo encargado de asistirla.

Art. 193. Los trabajos ordinarios y permanentes de conser­
vación que se realicen por los propios servicios de la Adminis­
tración organizados para estas atenciones y con cargo a las 
consignaciones que se libren periódicamente para estos fines, no 
estarán sujetos a los trámites y requisitos establecidos en los 
artículos precedentes de este capítulo.

Art. 194. La liquidación de las obras ejecutadas por la Ad­
ministración y las ejecutadas por colaboradores de acuerdo con 
el apartado A) del artículo 191, se realizará mediante los opor­
tunos justificantes de los gastos realizados por todos los con­
ceptos y no con arreglo a los precios que para las distintas 
unidades de obra puedan figurar en el proyecto aprobado.

La liquidación de las obras ejecutadas con colaboradores, de 
acuerdo con el apartado B) del artículo 191, se realizará me­
diante relac ones valoradas, acompañadas por el correspondien- 
te documento contractuál donde figure el precio concertado 
Su pago se hará en la forma y momento que se señalen en el 
respectivo contrato.

Art. 195. La adquisición de materiales, primeras materias y, 
en general, de todos los elementos elaborados que sean pre­
cisos para la ejecución de las obras directamente por la Admi­
nistración será realizada mediante concurso o contratación di­
recta, según los supuestos que resulten de aplicación de los 
establecidos en este Reglamento para los contratos de sumi­
nistro.

TITULO III

Del contrato de gestión de servicio público

CAPITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

Sección 1.a Requisitos esenciales

Art. 196. El contrato mediante el cual el Estado encomienda 
a. una persona, natural o jurídica, la gestión de un servicio se 
regulará por la Ley de Contratos del Estado y su Reglamento, 
y por las disposiciones especiales del respectivo Servicio en 
cuanto no se oponga a aquéllas.

No se entenderán comprendidos en ella los supuestos de per­
sonificación de servicios mediante la creación de Entidades de 
derecho público destinadas a su gestión, ni aquellos en que la 
misma se encomiende a una Sociedad de derecho privado cuyo 
capital sea en su totalidad propiedad del Estado o de un ente 
público del Estado (artículo 62 L. C. E.).

Art. 197. Antes de proceder a la contratación de la gestión 
de un servicio público deberá hallarse promulgado el régimen 
jurídico básico del mismo que atribuya las competencias admi- 
nistrativas, que determine el alcance de las prestaciones en 
favor de los administrados y que declare expresamente que la

actividad de que se trate queda asumida por el Estado como 
propia del mismo.

Art. 198.  El Estado podrá gestionar indirectamente, median­
te contrato, todos los servicios de su competencia, siempre que 
tengan un contenido económico que los haga susceptibles de 
explotación por empresarios particulares y mientras no impli­
quen el ejercicio de poderes soberanos.

El contrato expresará con claridad el ámbito de la gestión, 
tanto en el orden funcional como en el territorial (artículo 63 
L. C. E.).

Art. 199. Los servicios no podrán ser contratados en régimen 
de monopolio, salvo que una. Ley lo autorice expresamente.

La gestión no podrá tener carácter perpetuo o indefinido, fi­
jándose necesariamente su duración y las prórrogas de que 
pueda ser objeto, sin que en ningún caso pueda exceder el pla­
zo total, incluidas las prórrogas, de noventa y nueve años.

Cuando el contrato de gestión de servicios comporte la exis­
tencia de gasto para el Estado, se estará a lo establecido en 
el artículo 21 de este Reglamento (artículo 64 L. C. EX

Art. 200. En todo caso, la Administración del Estado conser­
vará los poderes de policía necesarios para asegurar la buena 
marcha del Servicio de que se trate (artículo 65 L. C. E.)

Sección 2.a Modalidades de la contratación

Art. 201. La contratación de los servicios públicos adopta­
rá cualquiera de las siguientes modalidades:

1.ª Concesión, por la que el empresario gestionará el servi­
cio a su riesgo y ventura.

2.a Gestión interesada, en cuya virtud el Estado y el em­
presario participarán en los resultados de la explotación del 
servicio en la  proporción que se establezca en el contrato.

3.a Concierto con persona natural o jurídica que venga rea­
lizando prestaciones análogas a las que constituyen el servicio 
público de que se trate.

4.a Mediante la creación de una Sociedad de economía mix­
ta en que el Estado participe por sí, o por medio de un ente 
público estatal, en concurrencia con personas naturales o ju­
rídicas (artículo 66 L. C. E.).

Art. 202. Incumbe al Jefe del Departamento competente de­
terminar en cada caso la modalidad de contratación, salvo lo 
que establezcan sobre el particular los Reglamentos especiales 
propios del servicio.

Art. 203. En la concesión administrativa de servicios podrá 
delegar el órgano de la Administración facultades de policía en 
el empresario, pero sin que ello perjudique los poderes genera­
les de inspección y vigilancia que incumban a aquél.

Contra los actos dictados por el empresario ejerciendo tales 
facultades podrá recurrirse en todo caso ante la Administra­
ción concedente.

Art. 204. Cuando el contrato se verifique bajo la modalidad 
de gestión interesada, se podrá estipular un beneficio mínimo 
en favor de cualquiera de las partes asociadas atendiendo a los 
resultados de la explotación.

Se determinará en el contrato el régimen obligacional de la 
gestión y en especial las responsabilidades que incumben al 
empresario.

Art. 205. La modalidad del concierto se utilizará en aquellos 
supuestos en los que para el desempeño o mayor eficacia de 
un servicio público convenga a la Administración contratar la 
actividad privada de particulares que tengan análogo contenido 
al del respectivo Servicio.

La duración de los conciertos no podrá ser superior a ocho 
años, salvo que el Gobierno acuerde expresamente un plazo 
superior o prorrogue el inicialmente convenido.

Art. 206. La Sociedad de economía mixta deberá aparecer 
como parte contratante ante el Estado con las obligaciones y 
derechos propios del concesionario de servicios públicos.

La promoción de estas Sociedades puede ser iniciativa del 
Estado, en cuyo caso las aportaciones de capital privado debe­
rán adjudicarse conforme a las reglas de publicidad y concu­
rrencia previstas en el presente título, y salvo que el Gobierno 
acuerde expresamente lo contrario, la participación estatal será 
siempre mayoritaria Cuando no lo sea, se nombrará un Dele­
gado del Gobierno cerca de la Sociedad con facultades de ins­
pección y vigilancia oportunamente regladas.

Si el Estado adquiriese participación de capital, que también 
deberá ser mayoritaria, en una Sociedad gestora de servicio 
público, se regulará la adquisición por la Ley del Patrimonio 
del Estado. 



Art. 207. Las Sociedades de derecho privado cuyo capital 
pertenezca íntegramente al Estado o a un ente público estatal 
y que gestionen servicios públicos del Estado, no podrán ena­
jenar títulos representativos de capital o, en modo alguno, otor­
gar participación en favor de personas naturales o jurídicas, sin 
sujeción a las normas que regulan la adjudicación de los con­
tratos de gestión de servicios públicos.

Sección 3.a Normas reguladoras

Art. 208. El contrato de gestión de servicios se regulará por 
lo establecido en el título I de la Ley de Contratos y título II 
de este Reglamento para el contrato de obras, en todo lo que no 
se oponga a las disposiciones del presente Reglamento y excep­
tuando los preceptos que sean privativos de la naturaleza de 
aquél.

Las limitaciones que para la gestión directa establece el 
artículo 187 de este Reglamento no serán en ningún caso de 
aplicación en materia de servicios (artículo 67 L. C. E.).

CAPITULO II

ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS PREPARATORIAS DEL CONTRATO 
DE GESTION DE SERVICIOS PUBLICOS

Art. 209. Todo contrato de gestión de servicios públicos irá 
precedido de las siguientes actuaciones:

1. Elaboración y aprobación administrativa del anteproyecto 
de explotación y de las obras precisas, en su caso.

2. Tramitación y resolución del expediente de contratación, 
con aprobación del pliego de cláusulas de explotación a que 
haya de acomodarse la del servicio, en sus aspectos jurídico, 
económico y administrativo, y, en su caso) del. gasto correspon­
diente (artículo 68 L. C. E.).

Art. 210. Los anteproyectos de explotación deberán referir­
se a servicios públicos susceptibles de ser organizados con 
unidad e independencia funcional.

Comprenderán un estudio económico-administrativo del ser­
vicio, de su régimen de utilización y de las particularidades 
técnicas que resulten precisas para su definición.

Los. proyectos de obras necesarias para el establecimiento 
del servicio, en su caso, serán redactados por la Administración 
o por los empresarios que opten a la adjudicación del servicio, 
según determinen los Reglamentos especiales, pero, en todo 
caso, serán de aplicación los artículos 21, 22 y 23 de la Ley 
de Contratos del Estado y los concordantes de este Reglamento.

Art. 211. Los pliegos de cláusulas de explotación deberán 
contemplar los siguientes puntos:

1. Servicio objeto del contrato y características de aquél.
2. Obras e instalaciones que hubiera de realizar el empre­

sario para la debida explotación, expresando las que habrán 
de pasar al Estado a la terminación del contrato, en su caso.

3. Medios auxiliares que aporte la Administración, com­
prendiéndose por tales toda clase de obras y bienes.

4. Tarifas máximas y mínimas que hubieren de percibirse 
de los usuarios, con descomposición de sus factores constitu­
tivos, y procedimientos para su revisión.

5. Clase, cuantía, plazos y formas de entrega de la sub­
vención al empresario, si la hubiera.

6. Canon o participación que hubiera de satisfacerse a la 
Administración, en su caso, o beneficio mínimo que corres­
ponda a alguna de las partes.

7. Plazo del contrato y prórrogas posibles, determinando 
con precisión la fecha en que el contrato comience a surtir 
6us efectos.

8. Expresa obligación del gestor de mantener en buen 
estado las obras e instalaciones, e indicación de las obligacio­
nes y derechos de la Administración y del gestor.

9. En su caso, fianza provisional y definitiva a prestar por 
el empresario.

10. Sanciones por incumplimiento de cualquiera de las cláu­
sulas del contrato.

11. Supuestos especiales de extinción del contrato.
12. Cualesquiera otros que sean precisos según la modalidad 

del contrato y el objeto del mismo.
13. Expresa sumisión a la Ley de Contratos del Estado y 

su Reglamento y remisión al pliego de cláusulas generales, 
si lo hubiera, en cuanto no hubiese sido derogado por el 
pliego de cláusulas de explotación del respectivo contrato, 
de conformidad con el artículo 36 de este Reglamento.

14. Mención de los Reglamentos especiales reguladores del 
servicio que sean de aplicación.

CAPITULO III

FORMA DE ADJUDICACION DEL CONTRATO DE GESTION 
DE SERVICIOS PUBLICOS

Art. 212. Los contratos de gestión de servicios públicos se 
adjudicarán ordinariamente mediante el procedimiento de con­
curso (artículo 69 L. C. E.).

Cualquiera que sea la modalidad de contratación deberá 
respetarse la forma de concurso, el cual versará sobre aquellos 
extremos de la operación que permita la concurrencia de ofer­
tas de manera que la Administración pueda hacer la adjudi­
cación en los términos más favorables,

Art. 213. La contratación directa sólo podrá tener lugar 
en los supuestos siguientes:

1. Aquellos servicios respecto de los que no sea posible 
promover concurrencia en la oferta o en que, por circunstan­
cias excepcionales que habrían de justificarse en el expediente, 
no convenga promoverla.

2. Los de reconocida urgencia, surgida como consecuencia 
de necesidades apremiantes que demandaran una pronta 
puesta en marcha del servicio, que no pueda lograrse por 
medio de la tramitación urgente regulada en el artículo 90 
de este Reglamento, previa justificación razonada en el expe­
diente y acuerdo del Jefe del Departamento.

3. Aquellos en que la seguridad del Estado exija garantías 
especiales o cuyo expediente haya sido declarado secreto y 
no puedan realizarse directamente por la Administración.

4. Los de gestión de servicios cuyo presupuesto de gastos 
de primer establecimiento no se prevea superior a 5.000.000 de 
pesetas ni su plazo de duración sea superior, a dos años.

5. Los anunciados a concurso que no llegaren a adjudicarse 
por falta de licitadores o porque las proposiciones presentadas 
no se hayan declarado admisibles, o porque, habiéndose adju­
dicado. el empresario no cumpla las condiciones necesarias 
para llevar a cabo la formalización del contrato, siempre que 
se realicen con sujeción a las mismas condiciones anunciadas, 
a no ser que por la Administración se acuerde Sacarlas nueva­
mente a concurso, en las condiciones que en cada caso se 
establezcan (artículo 69 L. C. E.).

Art. 214. La adjudicación de los contratos de gestión de 
servicio público se publicará siempre en el «Boletín Oficial 
del Estado», y hasta tanto no surtirá efectos contra tercero.

CAPITULO IV

FORMALIZACION DEL CONTRATO DE GESTION DE SERVICIOS 
PUBLICOS

Art. 215. Los contratos de gestión de servicios públicos, 
cualquiera que sea la forma de adjudicación, una vez hayan 
sido aprobados por la Autoridad competente, se formalizarán 
en escritura pública cuando sea precisa su inscripción en un 
registro público o exija la ejecución de obras o instalaciones 
por importe superior a 2.500.000 pesetas. En los restantes casos 
se formalizarán en documento administrativo, sin perjuicio de 
que cualquiera de las partes pueda exigir, a su. costa, la forma­
lización del contrato en escritura pública (artículo 70 L. C. E.).

Art. 216. El documento notarial o administrativo deberá 
contener al menos los siguientes requisitos:

1. Autoridad administrativa y empresario interviniente con 
referencia a su competencia y capacidad jurídica, respectiva­
mente.

2. Exposición detallada del servicio que haya de ser pres­
tado por el empresario y definición de las obras que, en su 
caso, hayan de ejecutarse con referencia a los respectivos 
proyectos, los cuales obligarán al empresario en la explotación 
del servicio y en la ejecución de las obras.

3. Tarifas máximas y mínimas que tiene derecho a percibir 
el empresario y procedimiento para su revisión, así como 
canon que, en su caso, se establezca en beneficio del Estado 
o subvención que éste conceda a aquél.

4*. Plazo de duración del contrato, con indicación del que 
dispone el empresario para el comienzo del servicio.

5. Garantías especiales prestadas o a prestar por el em­
presario.

6. Derechos y obligaciones de las partes.
7. Cualquier otra cláusula que la Administración estime 

en cada caso establecer, de conformidad con el pliego de 
cláusulas de explotación del servicio, y en especial las pena­
lidades en que puede incurrir el empresario gestor.

8. Sumisión expresa del empresario a los preceptos de la 
Ley de Contratos del Estado y su Reglamento, así como al
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pliego de cláusulas generales, si lo hubiere, en lo que no esté 
expresamente derogado por el pliego de cláusulas de explota­
ción del respectivo contrato.

Al documento notarial o administrativo, que deberá otorgar­
se dentro de los treinta días siguientes a la notificación de 
la adjudicación, se unirá él pliego de cláusulas de explotación 
que rija en la gestión del servicio. 

CAPITULO V

EFECTOS DEL CONTRATO DE GESTION DE SERVICIOS PUBLICOS

Sección 1.a Ejecución del contrato de gestión 
de servicios públicos

Art. 217. El empresario estará obligado a ejecutar las obras 
precisas y a organizar el servicio con estricta sujeción a las 
características establecidas en el contrato y dentro de los 
plazos en el mismo señalados (artículo 71 L; C. E.).

También deberá redactar, en su cago, el proyecto de las 
obras necesarias para el establecimiento del servicio y organi­
zado y explotarlo con estricta sujeción a los plazos y carac­
terísticas establecidas en el contrato.

Art. 218. El empresario estará sujeto al cumplimiento de 
las siguientes obligaciones de carácter general:

1. Prestar el servicio con la continuidad convenida, tenien­
do derecho los particulares a utilizarlo en las condiciones que 
hayan sido establecidas y mediante el abono, en su caso, 
de la contraprestación económica comprendida en las tarifas 
aprobadas.

2. Cuidar del buen orden del servicio, pudiendo dictar 
las oportunas instrucciones sin perjuicio de las facultades que 
el artículo 200 de este Reglamento establece como de compe­
tencia de la Administración. v

3. Indemnizar los daños que se causen a terceros como 
consecuencia de las operaciones que requiera el desarrollo del 
servicio. Exceptúase el caso de que tales perjuicios hayan sido 
ocasionados como consecuencia inmediata y directa de una 
orden de la Administración (artículo 72 L. C. E.).

Art. 219. El empresario tiene derecho a las prestaciones 
económicas previstas en el contrato y a la revisión de las 
mismas, en su caso, en los términos que el propio contrato 
establezca.

Si la Administración no otorgase al empresario la subven­
ción prometida o no hiciese entrega de los medios auxiliares 
a que se obligó en el contrato, éste tendrá derecho al interés 
legal de las cantidades o valores económicos que aquéllos sig­
nifiquen.

Si la demora fuese superior a dos años, el empresario tendrá 
derecho, además, a exigir la resolución del contrato y a que 
se le abonen los daños y perjuicios sufridos (artículo 73 L. C. E.).

Art. 220. En interés del servicio, y cuando así se haya 
pactado, el empresario tiene derecho a utilizar los bienes de 
dominio público en la forma convenida y a ser beneficiario 
de la expropiación forzosa con los requisitos establecidos por 
la Ley reguladora de la misma..

La Administración podrá otorgarle también el beneficio de 
vecindad y la posibilidad de aplicar el procedimiento de apre­
mio para la percepción de sus tarifas.

Sección 2.a Modificación del contrato de gestión 
de servicios públicos

Art. 221. La Administración podrá modificar, por razón de 
interés público, las características del servicio contratado y las 
tarifas que han de ser abonadas por los usuarios.

Cuando" las modificaciones afecten al régimen financiero 
del contrato, la Administración deberá compensar al empre­
sario de manera que se mantengan en equilibrio los supuestos 
económicos que presidieren la perfección de aquél.

En el caso de que los acuerdos que dicte la Administración 
respecto al desarrollo del servicio no tengan trascendencia 
económica, el empresario no podrá deducir reclamaciones por 
razón de los referidos acuerdes.

La modificación del contrato deberá ser acordada por el 
órgano de contratación competente, previa autorización del 
Consejo de Ministros, en los casos a que se refiere el artícu­
lo 21 de este Reglamento (artículo 74 L. C. E.).

Art. 222. Se consignará en el contrato el alcance de la 
facultad de modificar su régimen financiero que ostenta la 
Administración y los derechos y obligaciones que tal evento 
origina para las partes.

CAPITULO VI

EXTINCION DEL CONTRATO DE GESTION DE SERVICIOS PUBLICOS

Art. 223. Son causas de extinción del contrato de gestión 
de servicios públicos:

1. Resolución por incumplimiento del empresario o de la 
Administración.

2. Reversión del servicio a la Administración por cumpli­
miento del plazo establecido en el contrato.

3. Rescate del servicio por la Administración.
4. Supresión del Servicio por razones de interés público.

(Continuará.)

MINISTERIO 
DE LA GOBERNACION

26745       DECRETO 3411/1975, de 26 de diciembre, por el que 
se modifican las disposiciones del Decreto 3230/1975, 
de 5 de diciembre, sobre convocatoria de elecciones 
para Presidentes de Diputaciones y Cabildos Insu­
lares y Alcaldes.

El Decreto tres mil doscientos treinta/mil novecientos setenta 
y cinco, de cinco de diciembre, ha convocado elecciones para 
proveer los cargos de Presidentes de Diputaciones y Cabildos In­
sulares y de Alcaldes, de acuerdo con el nuevo Estatuto de 
Régimen Local.

Las orientaciones del (Gobierno en la materia aconsejan, sin 
embargo, introducir determinadas modificaciones en la disposi­
ción citada, en el sentido de extremar las medidas tendentes a 
garantizar la máxima independencia de los miembros de las 
Corporaciones Locales en el momento de emitir su voto para la 
designación de Presidentes de las mismas. Ello lleva implícito 
un aplazamiento de corta duración, encaminado a acomodar 
el calendario electoral a las nuevas directrices de referencia.

En su virtud, a propuesta del Ministro de la Gobernación 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión 
del día veintiséis de diciembre de mil novecientos setenta y 
cinco,

DISPONGO:

 Artículo primero.—Queda modificado, en la forma que se es­
tablece por los artículos siguientes, el Decreto tres mil doscien­
tos treinta/mil novecientos setenta y cinco, de cinco de diciem­
bre, por el que se convocaron elecciones para proveer los car-  
gos de Presidentes de Diputaciones y Cabildos Insulares y de 
Alcaldes, de acuerdo con el nuevo Estatuto de Régimen Local.

Artículo segundo.—Se aplazan las votaciones a que se refiere 
el artículo octavo del Decreto citado en el artículo anterior, 
que tendrán lugar en las fechas siguientes:

a) El día dieciocho de enero próximo, las correspondientes 
para la elección de los Presidentes de Diputaciones Provinciales 
y Cabildos Insulares.

b) El día veinticinco del mismo mes de enero, las corres­
pondientes a los Alcaldes.

Artículo tercero.—Uno. Las solicitudes para ser proclamado 
candidato a los cargos de Presidentes o de Alcaldes podrán 
formularse hasta once días antes del señalado para la elección.

Dos. Las Juntas del Censo celebrarán sesión pública diez 
días antes del señalado para la elección, a fin de proclamar a 
los candidatos que reúnan las condiciones exigidas.

Tres. Si el candidato proclamado viniera desempeñando el 
cargo de Presidente o Alcalde de la Corporación respectiva, 
cesará en aquél con efectos del mismo día de su proclamación.

Artículo cuarto.—La toma de posesión de quienes fueren 
elegidos Alcaldes de Ayuntamientos que no sean capital de pro­
vincia tendrá fugar el día uno de febrero próximo.

Artículo quinto.—Por el Ministerio de la Gobernación se dic­
tarán las disposiciones complementarias y aclaratorias que sean 
necesarias para la ejecución de este Decreto.

Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid a 
veintiséis de diciembre de mil novecientos setenta y cinco.

JUAN CARLOS
  El Ministro de la Gobernación,
MANUEL FRAGA IRIBARNE


